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INTRODUCCIÓN

Resulta bastante difícil, a decir verdad, exponer las razones que me llevaron a escudriñar, durante dieciocho breves años, los archivos inquisitoriales novohispanos... ¿Quién puede realmente descubrir las veredas secretas y las afinidades misteriosas que nos conducen hacia determinado tema de estudio y luego de pasión, desviándonos de aquel que pueda parecer atractivo a otros?

Ante la imposibilidad en la que me hallo de dar cuenta de mis móviles esenciales, sólo me queda por señalar la génesis consciente de un proceso, si bien sospecho que las afinidades que me unen al tema escogido no interesan exclusivamente a las víctimas sino también a los verdugos y, más aún, a la relación que unos y otros sostienen en lo que fue sin duda una de las primeras máquinas represivas modernas, el fenómeno inquisitorial.

Por otra parte, no recorrí este camino solitariamente: muchos me precedieron, me hacen compañía y seguirán adelante, puesto que la Inquisición no dejó de nutrir una literatura sumamente copiosa, que refleja el interés inquieto y hasta angustiado de numerosos coetáneos nuestros, deseosos de descubrir los orígenes de todas las formas de control y represión que de un modo ora brutal, ora insidioso, hacen estragos por todas partes en nuestra época.1

Ahora bien, si el Santo Oficio aparece como el antepasado, a veces el modelo de aquellas instituciones que pretenden la normalización de las almas y de los espíritus —más que la de los cuerpos—, se ha convertido también en una categoría conceptual de la mente occidental. Cabe notar respecto a este punto que los desmentidos parciales que vienen a ser los numerosos estudios sobre el Tribunal, no modifican tal categoría, que, de manera inmutable y por ello mismo necesaria en el campo conceptual occidental, une las hogueras, los tormentos y la Inquisición, a nociones tales como España, catolicismo, etcétera.

No busco emprender una cruzada contra esta situación; se halla establecida con demasiada solidez, fue suficientemente impugnada, aunque sin resultado, y además, no carece totalmente de fundamento. Cabe sin embargo matizarla en la medida en que se fundamenta en la consideración privilegiada del discurso, mediante el examen, esta vez, de la práctica inquisitorial: sólo entonces se podrá entender debidamente la realidad histórica de una institución y una cultura y, sobre todo, será factible emprender algún día un estudio de los mecanismos de control y represión, desechando por fin las proposiciones heredadas de una tradición sospechosa —las Luces frente a una ex gran potencia moribunda—, que impiden de hecho el ejercicio de un pensamiento crítico.

La investigación que presento aquí, originada por el descubrimiento del mundo hispanoamericano, pretende integrarse en esta perspectiva. En efecto, ¿cómo explicar la diversidad asombrosa de las prácticas religiosas, morales, de las sensibilidades, la riqueza infinita de las soluciones individuales de ayer y hoy, que garantizan la supervivencia de grupos e individuos en un mundo al que se suele presentar como aplastado por la bota de los conquistadores y luego de los colonizadores e inquisidores? Una de dos: la empresa imperial tuvo sus límites, o sufrió las transformaciones profundas impuestas por el contexto americano.

Mientras permanecían latentes estas interrogantes y reflexiones, el azar de las lecturas y de las conversaciones me guió de manera natural hacia el Archivo General de la Nación, de México, y el Fondo Inquisición. La inmersión fue entonces larga y, con el descubrimiento renovado y la afirmación de un universo nuevo, brotaron otras interrogantes. ¿Qué representó la Inquisición en Nueva España? ¿Cuál fue la naturaleza del poder imperial y a qué formas recurrió? ¿Qué resultados logró tomando en cuenta las metas que perseguía? ¿Qué sociedad se perfila a través del funcionamiento inquisitorial y qué vivencias tuvieron en ella sus hombres?

Las fuentes me enseñaron el camino. En efecto, de sobra se sabe que sólo el Tribunal de México, junto con los de Toledo, Cuenca, Valencia y tal vez el de las islas Canarias, conservó la totalidad de los archivos inquisitoriales, mientras que la actividad de los demás sólo quedó recogida en resúmenes de procesos, las Relaciones de causas de fe, que eran enviadas al Consejo Supremo de la Inquisición y hoy se encuentran en el Archivo Histórico Nacional de Madrid. Esto significa que contamos en México no solamente con la mayoría de los procesos que fueron formados sino también con la masa invaluable de las denuncias que no prosperaron, la correspondencia de los inquisidores mexicanos con la Suprema y General Inquisición —la Suprema—, con los comisarios, con los comisarios locales, con otros tribunales americanos y metropolitanos, las genealogías pormenorizadas de los candidatos a la familiatura y a los distintos cargos inquisitoriales, cartas de particulares que reclaman bienes o sumas que les pertenecen, etc. En total, unos 1 553 volúmenes de unas 800 a 1 000 fojas cada uno, que cubren el periodo 1521-1823, aparte de 15 volúmenes del Índice, que representan 3 000 cuartillas mecanografiadas a un espacio.

No era posible abarcarlo todo; había que operar haciendo selecciones. La primera se refiere al periodo estudiado, el de los Austrias, ya que durante el reinado de los Borbones el Santo Oficio entró en un periodo de decadencia acelerada, y, además, cambió sensiblemente la naturaleza de su función. La segunda abarca los temas considerados. Así, deliberadamente, no me ocupé del procedimiento inquisitorial, que ya ha sido ampliamente tratado por otros investigadores,2 es bien conocido actualmente y que me parecía inútil volver a estudiar. Además, la riqueza y originalidad de las fuentes me imponía otras tareas; por ello me limité a indicar tan sólo las diferencias —menores— que caracterizan al procedimiento americano. Sacrifiqué, de la misma manera, lo referente a la administración financiera de la institución, que puede ser estudiada en los 247 volúmenes del fondo Real Fisco. Un examen superficial de tales fuentes me convenció por completo de la necesidad, para llevar a cabo un estudio fecundo, de rebasar el marco estrictamente institucional y abordar el de la economía colonial, ya que el Tribunal participó en numerosas operaciones financieras de toda índole —préstamos, compraventas, administración, etc.— en las que intervinieron tanto instituciones como particulares.

Mi investigación adolece también de otra laguna ya que, por las mismas razones que aduje en lo tocante a las finanzas inquisitoriales, no trato el problema de la censura de los libros que circulaban en la Nueva España, ni el de la represión tanto de los lectores como de los propietarios de obras prohibidas. Este era un tema en proceso de investigación, y, por otra parte, interesaba mucho más el siglo XVIII —la segunda mitad, exactamente— que el periodo aquí contemplado;3 lo mismo que las finanzas inquisitoriales, tratábase de una parte entera del edificio que por sí sola merecía un análisis pormenorizado.

Así las cosas, ¿qué es lo que retuvo mi atención? Por una parte, la institución, sus hombres, sus medios, su actividad, sus papeles y funciones. Todo esto reflejado en el discurso que producía, para uso interno y externo, pero también en la práctica que se manifestaba ante mí en centenares de documentos. Pasé luego a describir la sociedad que esta práctica inquisitorial pone de manifiesto, recalcando las relaciones dinámicas que mantiene con el fenómeno de la Inquisición.

Si bien las fuentes fueron mis maestras, no a todas otorgué la misma importancia. Unas resultan ser las Visitas, aquellas inspecciones a las que la Corona sometía con cierta frecuencia a sus funcionarios y que tenían por fin el examen minucioso de su administración y actuación. Se llevaron a cabo dos Visitas en el transcurso del siglo XVII, por lo que se refiere al Santo Oficio del virreinato, la de Juan Sáenz de Mañozca (1645-1649) y la de Pedro de Medina Rico (1651-1658). Destinadas a la Suprema, constituyen la mejor crítica de la institución, pues se hacían desde el interior, por individuos que eran asimismo inquisidores; son de una riqueza inagotable, y —como otros muchos historiadores— recurrí frecuentemente a ellas. En cambio, las Comunicaciones de cárceles han permanecido ignoradas hasta ahora de manera inexplicable, a pesar de que el Fondo Inquisición alberga centenares de fojas reunidas en cuadernos que contienen las conversaciones entre los reos de las cárceles inquisitoriales, sobre todo entre 1642 y 1647; eran escritas por soplones, quienes las entregaban a los inquisidores esperando, obviamente, que se mostraran indulgentes en el momento de dictar sentencia contra ellos, que también estaban presos. Más adelante se podrá apreciar el provecho que saqué de esta fuente excepcional de información, tanto en lo que se refiere al funcionamiento de la institución como a la sociedad colonial en sus dimensiones colectivas e individuales.

Por todas estas razones, el periodo al que dediqué mayor atención es la primera mitad del siglo XVII, muy particularmente el decenio 1640-1650, que corresponde, según se comprobará, al apogeo de la actividad inquisitorial; la información sobre dicho periodo es no sólo copiosa sino también, ya lo señalamos, excepcional.

Reconozco de buen grado, en cambio, haber descuidado un poquito las primeras décadas que siguen al establecimiento del Tribunal en Nueva España; es que ya se las conoce bastante bien porque motivaron estudios tan numerosos como importantes, al contrario de lo que acontece con el siglo XVII que, de manera general, es prácticamente desconocido.4

Desde el punto de vista metodológico, realicé en una primera etapa un análisis cuantitativo pormenorizado de los datos que contiene el Índice del Fondo Inquisición, que, pese a sus lagunas y fallas, no deja de ser representativo de la actividad inquisitorial.5 Por razones obvias, reduje al mínimo la exposición cuantitativa de esta información, la que, sin embargo, respalda el conjunto de los análisis y conclusiones propuestos. Más adelante, precisé y afiné la aproximación cuantitativa mediante estudios de casos, cada vez que el tema tratado lo requería.

El Fondo Inquisición constituye, huelga decirlo, lo esencial de las fuentes consultadas y conviene aportar algunas precisiones al respecto.

De los 1 553 volúmenes que lo componen, 15 forman una sección llamada de Riva Palacio, que debe su existencia a las vicisitudes sufridas por el Fondo a fines del siglo XIX. Por otra parte, unos cincuenta volúmenes tratan de la actividad inquisitorial antes del establecimiento del Santo Oficio en 1571, motivo por el cual se les menciona sólo de modo excepcional, mientras que más de ochocientos versan sobre los siglos XVIII y XIX. Por lo tanto, la Inquisición de los Austrias representa alrededor de 650 volúmenes, resultando en este caso inevitable la imprecisión puesto que numerosos volúmenes que corresponden a la transición del siglo XVII al XVIII encierran lo mismo expedientes del siglo anterior que del siguiente. Es que nuevamente el Fondo refleja los azares no sólo de la historia tumultuosa del país sino del desorden inquisitorial que pronto descubriremos.6 Así, mientras algunos volúmenes están enteramente dedicados a bígamos, blasfemos, judaizantes, a genealogías de familiares o a la correspondencia del Tribunal —para felicidad del investigador—, otros mezclan toda clase de documentos, incluso edictos de fe, en una confusión amena que propicia un sinnúmero de descubrimientos y hallazgos. La gran mayoría de estos volúmenes está precedida de una lista de los expedientes más importantes, realizada sin el menor apego a las reglas vigentes para el caso, aunque inspirada obviamente por la mejor disposición de algún general o coronel de los años 1880, émulo del general historiador don Vicente Riva Palacio.

La foliación constituye a menudo otro problema, insoluble a veces: mientras volúmenes enteros o algunos expedientes carecen de foliación, otros cuentan con tres o hasta cuatro, en los que mal conviven la letra del notario inquisitorial con la del militar concienzudo del siglo XIX y la del archivista de los años 1940, cuando no con la de un investigador anónimo y que adivinamos presa de la exasperación; los distintos sistemas se superponen entonces, se interrumpen o se cruzan sin asomo de coherencia. Así y todo, presento una relación de los volúmenes a los que me refiero en este trabajo, pues el resto de la información tocante a los expedientes y a las fojas se encuentra en las notas correspondientes.

Archivo General de la Nación: de ahora en adelante AGN

Fondo Inquisición:

Volúmenes núms.: 38-44-70-79-84-125-130-133-145-180-207-209-210-216-271-275-278-279-283-297-301-303-305-308-309-316-317-318-325-329-332-333-335-337-339-341-343-353-356-360-365-369-374-381-387-390-391-393-394-395-396-397-398-399-400-401-402-403-407-408-409-411-412-413-416-417-423-426-431-435-437-445-446-454-460-482-484-487-488-489-490-498-499-500-502-504-510-512-513-516-520-523-527-530-536-538-539-540-561-586-592-593-605-612-629-660-678.

Fondo Riva Palacio:

Tomos núms.: 1-2-3-4-5-6-7-9-12-14-15-18-21-23-24-33-36-43-44-48-49. (Este último tomo es un Índice elaborado por los ministros inquisitoriales: “Índice General de las causas de Fe que se han seguido en este tribunal del Santo Oficio de la Inquisición de México, desde su fundación que fue el año de 1571 hasta el de 1719.”)

Por lo que se refiere a las investigaciones acerca de los familiares del Santo Oficio, recurrí a los siguientes volúmenes del ramo Inquisición: 192-193-195-196-197-198-199-200-202-203-204-205-213-216-220-221-251-275-282-298-307-309-314-318-324-331-346-347-349-351-352-359-364-367-370-374-375-377-379-383-397-405-416-417-418-419-426-464-476-481-483-489-495-499-509-591-592-648-659-679-1507 y en la sección Riva Palacio, al tomo 35.

 

Otros fondos consultados en el AGN:

Edictos de Fe, volumen 1.

Fondo Reservado: Nómina de Inquisidores.

Reales Cédulas Originales, volumen 1.

Reales Cédulas Duplicadas, volumen 63.

Mercedes: volúmenes 10-44.

General de Parte: volúmenes núms. 2, 3, 8.

Tierras, volúmenes núms. 674, 2730, 2770.

Indios, volúmenes núms. 10, 11, 13, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24.

Para el estudio de los familiares: Real Fisco, volúmenes núms. 14, 21, 29, 36, 37, 42, 56.

Virreyes: volúmenes núms. 1664, 1665.

Hacienda: legajos 599, 791.

Vínculos: volúmenes núms. 4, 56, 247.

El Indiferente General merece por sí solo unas cuantas líneas. Este fondo, de nombre significativo y que encierra riquezas literalmente inagotables en la medida en que se encuentra en él cuanto dejó la espuma de los siglos, me fue amablemente abierto durante los años 1977-1978 por Alejandra Moreno Toscano, la entonces directora del AGN, cuando el traslado próximo del Archivo a su sede actual hizo necesaria la reunión de fondos y lotes hasta entonces dispersos en la ciudad y, en la medida de lo posible, su rápida identificación. Así es como aparecieron numerosos documentos y pude constituir más de quince cajas que contenían procesos completos o fragmentos de ellos, cartas, etc., provenientes de la Inquisición. Señalamos en particular una lista parcial del personal inquisitorial (letras E-F-G-J-L-M-P) que aprovechamos para el estudio de los familiares y de los comisarios.

Biblioteca Nacional, México, de ahora en adelante, BN.

Sección de los Manuscritos, MS 1259. Correspondencia del tribunal de México con el Consejo Supremo.

Archivo Franciscano, Inquisición, MS 1223-1226.

Biblioteca del Museo Nacional de Antropología e Historia:

Rollo núm. 3 y los que contienen documentos microfilmados del Archivo del Ayuntamiento de Zacatecas.

Actas de Cabildo, vols. 8, 25.

El Archivo Histórico de Madrid cuenta con unas Relaciones de causas de fe que provienen de México y, sobre todo, con lo esencial de la correspondencia del tribunal virreinal con la Suprema; ahí se encuentran también los legajos de las dos visitas llevadas a cabo a mediados del siglo XVII, la de Juan Sáenz de Mañozca y la de Pedro de Medina Rico. Sobre ellas, consulté, más que nada, los libros núms. 282 y 1054, y los legajos núms. 1679, 1737 y 1738.

En cambio, el Archivo de Indias es mucho más pobre en cuanto toca al tema de este trabajo, si bien el fondo Encomiendas encierra abundante información acerca de los cristianos nuevos de Nueva España. El fondo Contaduría, 885, me proporcionó un dato importante.

Quedan finalmente las colecciones y fondos de los Estados Unidos. Cabe señalar la Henry E. Huntington Library, de San Marino, California, por su valioso “Abecedario de los Relajados, Reconciliados y Penitenciados”, que abarca los siglos XVI y XVII y que, a pesar de estar incompleto, permite el estudio de las sanciones aplicadas por las tres Inquisiciones que funcionaron en Nueva España. También consulté los procesos de Catalina Enríquez, Margarita de Moreira y Simón López de Aguarda, acusados los tres de judaísmo entre 1642 y 1643, documentos que se encuentran en dicha institución.

Por otra parte, la Washington State University, de Pullmann, Washington, me facilitó los procesos de Simón de León y del esclavo Luis de la Cruz.

Hubo que renunciar al estudio de los procesos de judaizantes que se encuentran en el Thomas Gilcrease Institute, de Tulsa, Oklahoma —puesto que la institución no brinda la menor facilidad a los investigadores para llevar a cabo semejante tarea, al contrario de lo que sucede con la Henry E. Library y la Washington State University— y no pude tampoco conseguir el documento citado por Henry Charles Lea, “Extractos de causas de Familiares y Ministros que no son oficiales, que hay en la Cámara del Secreto de la Inquisición de México, en este presente año de 1716”, que se hallaba a principios del presente siglo en la Biblioteca Real de Munich.7 Mis indagaciones no dieron resultado y nadie parece saber lo que ocurrió con este documento importante, probablemente extraviado al azar de las tormentas de nuestra época...

Las fuentes impresas constituyeron una ayuda apreciable, aunque resultan infinitamente menos importantes que las que provienen de los archivos. Citemos en primer lugar el Cedulario de los siglos xvi y xvii, editado por Alberto María Carreño (México, 1947); el de Diego de Encinas, reproducido en facsímil en Madrid en 1945; las Provisiones, cédulas, instrucciones de su Majestad..., impreso nuevamente por Joaquín García Icazbalceta en 1878-1879 (2 volúmenes); la Recopilación de leyes de los Reynos de las Indias..., editada en tres volúmenes por el Consejo de la Hispanidad (Madrid, 1943); las Cartas de Indias, cuya reedición completa es obra de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (México, 1982); el Cuerpo de documentos del siglo xvi de Lewis Hanke (primera reimpresión, México, 1977); los Documentos inéditos del siglo xvi para la historia de México (segunda edición: México, 1975); las Pandectas hispanomexicanas, editadas por Rodríguez de San Miguel en 3 tomos (México, 1980), y finalmente las Cartas recibidas de España por Francisco Cervantes de Salazar (México, 1946). Falta añadir el Epistolario de Nueva España, 1508-1818, de Francisco del Paso y Troncoso (México, 1905-1908) y los Papeles de Nueva España, del mismo autor (México, 1939-1942); finalmente, los Documentos inéditos del siglo xvi para la historia de México (segunda edición: México, 1975), de Joaquín García Icazbalceta.

Tocando temas más precisos, cabe citar nuevamente a Joaquín García Icazbalceta: Bibliografía mexicana del siglo xvi (México, 1886) y, del mismo autor, las Relaciones de varios viajeros ingleses en la ciudad de México y otros lugares de la Nueva España; de Ventura Beleña (2 tomos, México, 1981), las Actas de Cabildo de la Ciudad de México (México, 1889-1911), nuevamente catalogadas por el gobierno de la ciudad de México en 1971 y, por fin, los Asientos de la Gobernación de la Nueva España, 1550-1552, de Silvio Zavala (México, 1982).

Se sabe que el trabajo y las condiciones que lo rodean llamaron la atención de los investigadores hace tiempo. Recordemos las herramientas siempre necesarias que vienen a ser la Legislación del trabajo en los siglos xvi, xvii y xviii (México, 1938) y las Fuentes para la historia del trabajo en Nueva España, 8 volúmenes (México, 1939-1946), de Silvio Zavala y María Castelo, completadas por las Ordenanzas del Trabajo, siglos xvi y xvii (México, 1947).

La historia regional queda facilitada por la Colección de documentos para la historia de San Luis Potosí, editada por Primo Feliciano Velázquez (San Luis Potosí, 1897-1899), las Crónicas de Michoacán (México, 1954), las Relaciones geográficas de la diócesis de Michoacán, 1579-1580 y las Fuentes para la historia de la tenencia de la tierra en el estado de Hidalgo (Pachuca, 1976).

Falta asimismo mencionar algunos puntos específicos: Alumnos distinguidos del Colegio de San Pedro, San Pablo y San Ildefonso (México, 1975) y la Biblioteca Hispanoamericana septentrional, de José Mariano Beristáin de Souza, que acaba de ser reeditada, si bien en forma incompleta puesto que actualmente sólo contamos con los dos primeros tomos (México, 1980). Citemos también el Archivo Histórico de Hacienda, de gran utilidad en cuanto se refiere a las cuestiones económicas (México, 1945).

No se puede dejar de mencionar una serie de índices, en particular el Índice y extractos de los protocolos de la Notaría de Cholula, 1590-1600 (México, 1973), de Cayetano Reyes García, el Índice del Archivo del Juzgado General de bienes de difuntos de la Nueva Galicia, siglos xvi y xvii, de Claudio Jiménez Vizcarra (México, 1978) y, de Enrique Martínez Méndez, el Índice del Ramo de tierras del Estado de Puebla (México, 1979).

Después de este breve examen de algunas fuentes impresas, fuerza es indicar las que se relacionan más directamente con mi tema.

Señalemos en primer lugar la útil Introducción a la Inquisición española. Documentos básicos para el estudio del Santo Oficio, de Miguel Jiménez Monteserín (Madrid, 1980), que viene a completar con provecho el clásico Manual de Inquisidores, de Nicolás Eymerich y Francisco Peña, con el sugestivo prefacio y las notas de Louis Sala-Molins (París, 1973).

Los Documentos inéditos o muy raros para la Historia de México, núm. 58, de Genaro García y Carlos Pereyra, contienen extractos de sentencias inquisitoriales y textos concernientes a la Inquisición en México (México, segunda edición, 1974); Vargas Rea publicó asimismo unos extractos de sentencias en sus Autos de Fe (México, 1953) mientras el relato del gran Auto General de la fe, celebrado por los señores Inquisidores... el 11 de abril de 1649, por Matías de Bocanegra (México, 1649), sigue siendo un documento fundamental. El Boletín del Archivo General de la Nación, publicado regularmente desde 1930, dio a conocer numerosos textos que me interesan, en particular el Proceso de una seudoiluminada (1649), los de Tomás Treviño de Sobremonte, de Juana Tinoco, etc. El mismo Archivo emprendió la publicación de procesos enteros, tales como el Proceso inquisitorial del cacique de Texcoco, el de Luis de Carvajal el Mozo, los de indios idólatras y hechiceros y los que atañen a los Corsarios franceses e ingleses en la Inquisición de la Nueva España. En 1949 salió a la luz el Libro primero de votos de la Inquisición de México, 1573-1600.

Por último, el ambiente de la época se percibe en distintos relatos de viajeros, como el de Gemelli Carreri, Le Mexique à la fin du xviième siècle, presentado por J. P. Berthe (París, 1968), y los de Thomas Gage, Thomas Gage’s Travels in the New World (Norman, Oklahoma, 1958); Alonso de la Mota y Escobar, Descripción geográfica de los Reynos de Nueva Galicia, Nueva Viscaya y Nuevo León (segunda edición: México, 1940), y de Gonzalo Gómez de Cervantes, Vida económica y social de la Nueva España al finalizar el siglo xvi (México, 1944). Las crónicas de Gregorio de Guijo, Diario, 1648-1664 (México, 1953) y el Diario de Sucesos notables, 1665-1703, de Antonio de Robles siguen constituyendo referencias imprescindibles.

Algunos de los capítulos que forman el presente trabajo fueron anteriormente publicados; este es el caso del análisis de las relaciones entre el fenómeno inquisitorial y la coyuntura, que se halla en el capítulo II de la primera parte, de la ola de hechicería en Celaya en 1614, de la acusación de Domingo Márquez en Tepeaca en 1650, del estudio sobre Zacatecas y del que versa sobre los negros y los mulatos, o sea, el capítulo primero y la mitad del segundo de la segunda parte. La bibliografía general da cuenta de estas publicaciones anteriores.

La conjugación de numerosos factores es obviamente lo que hizo posible esta investigación, permitiéndole llegar a buen puerto. Las instituciones me fueron particularmente propicias ya que la Secretaría de Relaciones Exteriores, a través de la Dirección General de Relaciones Culturales, Científicas y Tecnológicas, la Dirección de Cooperación Científica y Tecnológica y, en particular, la Subdirección de Ciencias Sociales y Humanidades, permitieron que prestara mis servicios durante largos años en México, primero como profesora en el Instituto Francés de América Latina de México (IFAL) y luego como investigadora en el Instituto Nacional de Antropología e Historia. Expreso mi agradecimiento a estas instituciones y a sus distintos directores, quienes, en una forma u otra, siempre cuidaron que yo pudiera llevar a cabo este trabajo. El Archivo General de la Nación, gracias a la amabilidad de don Ignacio Rubio Mañé primero, luego de Alejandra Moreno Toscano y ahora de Leonor Ortiz Monasterio, fue y sigue siendo para mí un lugar privilegiado y predilecto.

Sin embargo, las deudas más íntimas son con las obras, los seres, los vivos y los muertos. Pienso, en primer lugar, en quienes, hace mucho ya, otorgaron su confianza, como Marguerite Cordier, entonces directora de la École Normale Supérieure de Fontenay-aux-Roses, y Jean Villégier, quien era catedrático de la misma. Mis maestros de antaño, Roger Bastide y Alfred Métraux, me enseñaron, por su parte y para siempre, el celo por lo vivo, lo oculto, también el amor a las cosas oscuras en las que Marcel Mauss solía leer algunas historias profundas de las sociedades y de las mentalidades. Volví a encontrar estas afinidades en Norbert Elias, ampliadas y reunidas en su soberbio análisis, de sobra conocido.

Más cercanos, don Silvio Zavala y don Gonzalo Aguirre Beltrán me han enseñado mucho, a través de sus obras y la manera como viven las ciencias humanas.

Si bien todos estos maestros constituyen tal vez mi referencia íntima, la presente investigación debe infinitamente su tejido diario a quienes, con sus conversaciones, sugerencias, amistad e incluso paciencia, no dejaron de apoyarme y orientarme. En el Archivo General, nuevamente, debo agradecer a Roberto Beristáin, Liborio Villagómez, Salvador Victoria, Lourdes Villafuerte, amigos siempre listos a proporcionar un dato nuevo, a facilitar un trámite. En el Instituto Nacional de Antropología e Historia, Enrique Florescano, hoy día su director, me hizo llegar a menudo la información que identificaba como valiosa para mí, mientras María Cristina García Bernal me tendió una mano amigable desde Sevilla, y Stanley Hordes, primero en Nueva Orleáns y luego en Albuquerque, me brindó ayuda y estímulo. Jean-Pierre Berthe guió mis primeros pasos y Hugo Nutini me dispensó el socorro de su fiel amistad y de su clarividencia ilustrada. Desde el principio, François Chevalier me alentó cálidamente y mi maestro Pierre Chaunu fue el inspirador por excelencia de este trabajo, tanto por su obra y su pensamiento como por su relación personal con la Historia. Maryse Hilde dedicó la mayor diligencia a la mecanografía, y las curvas y gráficas fueron realizadas por Alfonso Gutiérrez.

Finalmente, Serge Gruzinski fue a la vez un amigo generoso y un crítico celoso al que quedo particularmente agradecida. En cuanto a los míos, bien saben cuán inmensa es mi deuda para con ellos.






1 Bartolomé Bennassar, L’Inquisition Espagnole, Introducción. En 1963, Emil Van der Vekene formaba ya una bibliografía de 1 950 títulos relacionados con la Inquisición.

2 Pensamos en particular en Eduardo Pallares y su Procedimiento inquisitorial; en Los Orígenes de la Inquisición Española: el Tribunal de Valencia, 1478-1530, de Ricardo García Garcel; en Ortodoxia y control social en México en el siglo xvii; el Tribunal del Santo Oficio, de María Asunción Herrera Sotillo; en El Santo Oficio de la Inquisición de Galicia (poder, sociedad y cultura), de Jaime Contreras; en los trabajos y tesis dirigidos por Bartolomé Bennassar, como L’Inquisition de Lima. Procédure, délits et conséquences culturelles (1692-1696), de Françoise Grigeul; en L’Inquisition de Carthagène, Blasphèmes et superstitions, 1668-1674, de Christine Gouin; en Débuts de L’Inquisition à Carthagène des Indes. L’autodafé de 1614, de Salvador Montoya Menjívar, etcétera.

3 Monelisa Lina Pérez-Marchand, Dos etapas ideológicas del siglo xviii en México a través de los papeles de la Inquisición; de Pablo González Casanova, La Literatura perseguida en la crisis de la Colonia, y desde luego, Libros y libreros en el siglo xvi, selección de documentos editada por Francisco Fernández del Castillo en 1914.

   Por otra parte, José Abel Ramos Soriano está preparando una tesis de doctorado de tercer ciclo bajo la dirección del profesor Daniel Roche, que versa precisamente sobre la literatura prohibida por el Santo Oficio en Nueva España, sus lectores y distribuidores.

4 Yolanda Mariel de Ybáñez, El Tribunal de la Inquisición de México (siglo XVI); Richard Greenleaf, The Mexican Inquisition of Sixteenth Century; Alfonso Toro, La familia Carvajal, 2 tomos, y las publicaciones del Archivo General de la Nación, que pormenorizamos en la Bibliografía.

5 Solange Alberro, La actividad del Santo Oficio de la Inquisición en Nueva España, 1571-1700.

6 Cuenta una leyenda, por ejemplo, que Francisco Villa, para festejar algún acontecimiento en Querétaro y San Luis Potosí, prendió hogueras con centenares de documentos históricos...

7 Citado en The Inquisition in the Spanish Dependencies, nota al pie de la página 248, en la edición de MacMillan, Nueva York, 1922.






PRIMERA PARTE

EL TRIBUNAL DEL SANTO OFICIO





I. LA INSTITUCIÓN

PRELIMINARES

LA PRESENCIA en Nueva España de instancias inquisitoriales se remonta a los días que siguen a la Conquista —1522— y se mantiene hasta 1819, es decir que abarca todo el periodo colonial, incluso el reducido lapso en que quedó suprimido el Tribunal por las Cortes de Cádiz.1

Antes del establecimiento del Santo Oficio en México en 1571, el virreinato había tenido en su comienzo una inquisición monástica (1522-1533), llevada a cabo por frailes evangelizadores y extirpadores de idolatrías, y luego episcopal (1535-1571).2 En efecto, la llegada de los primeros colonizadores, seguida de la cristianización tan masiva como superficial de la población autóctona, había ocasionado la implantación de las estructuras religiosas de la metrópoli y por tanto, de modo muy natural, la de los tribunales inquisitoriales.

Ante una realidad del todo nueva, se recurrió, como lo había hecho Hernán Cortés al descubrir la tierra mexicana, a lo que dentro de la herencia reciente de España podía constituir una referencia, y la experiencia con los moriscos de Granada y los guanches de las islas Canarias proporcionó una apreciable ayuda a la hora de evangelizar, hispanizar y reprimir.3

Estos primeros tribunales inquisitoriales, cuyo rudo y a veces torpe desempeño no siempre carece de aquel humanismo difuso en las primeras décadas de la conquista espiritual de México, pusieron de manifiesto rápidamente las limitaciones y los peligros de un modelo normativo y represivo que tal vez era adecuado para la metrópoli pero impropio e incluso arriesgado en un territorio recién conquistado y aún mal controlado.

En efecto, no tardó en plantearse la cuestión del trato que debía darse a los indígenas en el caso de que infringieran la regla cristiana. Como cristianos cabales, se les consideraba responsables de sus actos y, por tanto, merecedores de las mismas sanciones inquisitoriales que los cristianos de origen europeo; algunos de ellos, que fueron sacerdotes en sus comunidades, permanecieron fieles al orden pretérito y fueron de hecho perseguidos por practicar la idolatría, la brujería, incluso por hacer sacrificios, y padecieron los castigos determinados por la Inquisición para semejantes delitos.4 Sin embargo ¿podía considerarse realmente a tales neófitos como culpables de herejía, habiendo transcurrido tan poco tiempo desde el derrumbe de su universo y siendo su cristianismo, si bien sincero, tan reciente y superficial? El ejemplo de los moriscos y de los judíos conversos imponía la prudencia y pronto surgió una corriente a favor de una mayor indulgencia hacia los indígenas. Se sabe que el proceso de don Carlos, cacique de Texcoco, que fue acusado de dogmatista y hereje y condenado a la hoguera por el obispo Zumárraga, contribuyó poderosamente a reforzar esta corriente, que se amplió aún más tras los excesos cometidos por los frailes inquisidores en Yucatán y en la región de Oaxaca.5 Por tanto, la Corona, que se hallaba lo suficientemente alertada ya en 1539 como para amonestar a Zumárraga, expidió un decreto el 30 de diciembre de 1571: los indígenas dejaban de pertenecer al fuero inquisitorial y sólo dependerían en adelante del obispo en cuanto se refería a moral y a fe.6

Pero el rigor con el que se trataba a los indígenas no resultaba el único blanco de las críticas hechas a las numerosas instancias inquisitoriales que obraban tan irresponsable como arbitrariamente. Hacía tiempo ya que muchos pedían el establecimiento de un tribunal del Santo Oficio que dependiera del Consejo de la Suprema y General Inquisición; en él veían el único remedio a los progresos asombrosos que realizaban las prácticas heterodoxas, cuando no heréticas, al desenfreno de las costumbres coloniales, sobre todo las de los eclesiásticos, a los abusos de poder de toda índole, a los conflictos jurisdiccionales, a la incompetencia respaldada por la autoridad... lo que atestigua el prestigio indiscutible que rodeaba a la institución a fines del siglo XVI.7 Tales deseos fueron bien acogidos por Felipe II, que obviamente estaba dispuesto a otorgar esta clase de merced, y por una cédula fechada el 25 de enero de 1569 ordenó el establecimiento de los tribunales de Lima y México.8 Acababan de nacer dos de las últimas inquisiciones que dependían del Secretariado de Aragón —la última iba a ser la de Cartagena de Indias, fundada en 1610— y su peso se dejaría sentir en la vida de México y de Perú durante más de dos siglos y medio.

EL CONTEXTO AMERICANO

Sin embargo, el Tribunal mexicano iba a obrar en un contexto muy distinto del peninsular. En primer lugar, el espacio americano no es el europeo, ni siquiera en sus variantes ibéricas, tan cercanas a veces a las del Magreb. El territorio sometido a la jurisdicción de la nueva Inquisición abarcaba no sólo a la Nueva España sino también a Nueva Galicia, al Norte abierto de par en par con su avanzada del Nuevo México, a Guatemala, al actual El Salvador, a Honduras, Nicaragua y, por fin, a las Filipinas, al otro lado del mundo: en total, casi tres millones de km2, mientras que en España, dieciséis tribunales ejercían su autoridad sobre un territorio de poco más de 500 000 km2, en el que se veía gigantesco el distrito de Valladolid, con sus 89 873 km2.9

Además, este inmenso territorio era discontinuo; no sólo se necesitaban meses de navegación peligrosa para alcanzar las islas Filipinas, lo que, en el mejor de los casos, las hacía accesibles una vez al año, sino que el mismo espacio americano estaba recortado por cordilleras que llegaban a constituir a veces verdaderos obstáculos, por ríos caudalosos, lagunas y pantanos que aislaban a regiones enteras. Pensemos en Yucatán, que, hasta fecha reciente, permaneció alejado del país, o en Nuevo México, donde el diligente comisario del Santo Oficio, fray Alonso de Benavides, se quejaba de que el correo con la capital tardaba cuatro años y hasta más.10

La Inquisición mexicana no tardó en ponderar lo difícil de la tarea que le incumbía, tomando en cuenta lo dilatado de su distrito, y cuando se creó la Inquisición de Cartagena de Indias, en 1610, pidió el establecimiento de un tribunal en Guatemala que tuviera jurisdicción sobre una parte de América Central.11 Por razones a todas luces financieras tal petición no tuvo efecto y, hasta la desaparición del Tribunal novohispano en el siglo XIX, sus inquisidores tuvieron que actuar como tales también en una impresionante extensión de territorios de Asia y América, los cuales estaban teóricamente sometidos a su autoridad.

La geografía americana celebrada por Neruda no resultaba el único obstáculo por vencer. De hecho, estas tierras infinitas se hallaban débilmente pobladas, a veces vacías, en cuanto uno recorría una decena de leguas partiendo de la capital del virreinato hacia el norte minero. Ahora bien, la densidad de la población constituyó tradicionalmente un factor fundamental en la eficiencia tanto de la Inquisición como de cualquier otro aparato, sea el que fuere, pues aseguraba la difusión de la información emanada de la institución y, sobre todo, con la coexistencia creaba condiciones propicias para la mutua vigilancia y, por tanto, para la producción de las denuncias. Así las cosas, se añadía a lo inmenso del distrito una red humana floja, dispersa, salvo en las ciudades, lo cual amortiguaba por principio cualquier intento normativo que no tardaba en perderse en el desierto, tanto geográfico como humano. Esta población estaba además formada en su mayoría por “naciones” indígenas dispares que hablaban lenguas distintas, cristianizadas e hispanizadas de manera muy superficial. Por otra parte, no todas eran sedentarias ni sumisas; el Norte —otra vez este vacío irresistible en el que se precipitaron tantas aventuras— era recorrido por indios nómadas que atacaban lo mismo a los convoyes que a los pueblos, sembrado de presidios cuya misión consistía en garantizar una seguridad mínima para los viajeros y los pobladores. Aunque la frontera de los territorios sometidos regularmente a los “indios de guerra” no dejó de retroceder en el transcurso de los siglos XVI y XVII, siguió existiendo, así como los reductos de alzados y los ataques repentinos en regiones consideradas como pacificadas y en vías de colonización.12 ¿Qué se podía esperar de aquellas naciones indígenas exentas del fuero inquisitorial, cuando de descubrir y denunciar a los infractores de la ley cristiana se trataba? De los nómadas hostiles, nada, obviamente y por mucho tiempo.

En cuanto a los indios del altiplano, valles de México, Puebla, Oaxaca, o aquellos otros, mucho más alejados, de las sierras chiapanecas o del árido Yucatán, fuese cual fuese su nivel de cristianización (variable al correr de los dos siglos estudiados en este trabajo), la idea de que pudiesen haber colaborado efectivamente con las autoridades inquisitoriales mediante la denuncia no puede sino suscitar la perplejidad. En efecto, tratemos, en la medida de lo posible, de imaginar una asamblea de zapotecas, mazahuas o totonacas monolingües, congregados por solícitos topiles en la iglesia de un pueblo que contase con trescientos españoles; o, siendo más optimistas, pensemos en unos nahuas en el admirable santuario de Huejotzingo o incluso, suponiendo circunstancias óptimas, vecinos del barrio de Santiago Tlatelolco. Todos asisten a la lectura —en castellano por supuesto— de un edicto de fe, general o particular, con ocasión de una de estas campañas emprendidas por la Inquisición y encaminada a provocar las denuncias imprescindibles para que funcione la institución. Aquéllos escuchan —religiosamente, sin duda— la descripción pormenorizada de prácticas de las que se les advierte con solemnidad que constituyen pecados y que vienen a ser cosas tan novedosas como incomprensibles por lo que se refiere a ellos: blasfemia, herejía, calvinismo, iluminismo, mahometismo, incesto, bigamia, mientras se habla de nociones misteriosas, personajes fabulosos, libre albedrío, gracia, Santa Trinidad, etc..., en extraña relación con los pecados anteriormente señalados. No dudemos que este episodio extraordinario —Lectura de un edicto de fe ante una asamblea de indios en los siglos xvi y xvii— constituye una escena magníficamente absurda que plantea, una vez más, el problema jamás resuelto de la comunicación entre occidentales e indígenas, dominadores y dominados, letrados y rústicos. Indudablemente, aun suponiendo que los indígenas, rurales o urbanos, hubiesen entendido el castellano y luego la jerga inquisitorial, el meollo del mensaje no podía sino escapárseles; con la excepción de algunos delitos cuyo contenido les era muy cercano (prácticas de magia, uso de ciertas hierbas de propiedades específicas, adivinación, etc.), no se debía contar con ellos para descubrir a un discípulo de Calvino, Jansenio o Erasmo, ni siquiera para denunciar palabras dichas por alguien contra un sacramento o la ausencia de castidad de los eclesiásticos. Cuando los indígenas llegan a denunciar a alguien —lo que sucedía a veces— y cuando lo hacen de manera espontánea, los mueve el deseo de vengarse, para deshacerse de un importuno, o también azuzados por sus caciques. Resulta entonces que la infracción que denuncian no siempre lo es, o es distinta de la que creían descubrir.

Por lo tanto, la mayor parte de la población, de hecho el 80%, permanece ajena al procedimiento inquisitorial por dos razones: al quedar exentos del fuero del Santo Oficio, los indígenas no pueden ser inculpados y, por otra parte, el peso del contexto sociocultural los excluye prácticamente de la función de denunciantes. Así es que la Inquisición mexicana funciona por y para el 20% de la población, unas 450 000 personas aproximadamente entre españoles —metropolitanos y criollos—, europeos en general, mestizos, africanos, mulatos y asiáticos, puesto que la única condición para que interviniera el Santo Oficio era que el sujeto fuese cristiano.

El caso de los negros merece algunos comentarios. Se sabe que la baja demográfica de los indígenas en el siglo XVI originó la introducción masiva, sobre todo entre 1580 y 1640, de esclavos africanos —alrededor de 300 000—, para que trabajaran en los sectores más dinámicos de la economía colonial, minas, ingenios azucareros, obrajes y también, igual que en España, como esclavos urbanos.13

Tan nuevamente cristianizados como los indígenas, fueron, lo mismo que éstos al principio, sometidos a los tribunales inquisitoriales pero, a diferencia de ellos, no quedaron comprendidos en las medidas que los eximía de su jurisdicción. Nada indica que se planteara entonces la cuestión de saber por qué los neófitos africanos debían recibir un trato más severo que los naturales en cuanto se refiere a delitos religiosos. En efecto, no se podía justificar esta diferencia: ni el bautismo que se administraba a estos infelices —vomitados por las calas infectas de los navíos que los traían de África y luego, en la mina, el taller, el trapiche—, ni la práctica religiosa que se les imponía, rudimentaria y aleatoria, nada de esto, producía un cristianismo responsable que autorizara las persecuciones inquisitoriales.

Es muy probable que consideraciones de tipo político contribuyeran a mostrar menos rigor con los indígenas y a retirarlos de la jurisdicción inquisitorial puesto que representaban la mayoría de la población del virreinato y, en caso de someterlos a presiones excesivas, se podían temer revueltas tales que hiciesen peligrar a toda la colonia. No ocurría así con los esclavos negros, de número mucho más reducido, ineluctablemente desarraigados y además, desparramados por todo el territorio. Por otra parte, los africanos no tardaron en constituir núcleos importantes en la capital, las ciudades en general y algunas regiones del virreinato, en las que pronto asimilaron las pautas de sus amos con el fin de utilizarlas después en provecho suyo, amenazando entonces el orden establecido. De ahí que la intervención inquisitorial pareciera benéfica para todos.

Pero, más que nada, frente al indígena —aquella criatura sin embargo humana y misteriosa, aquel desconocido recién descubierto que suscitaba una curiosidad tan apasionada y cuyo pasado, religión y costumbres había que conocer para saber cómo tratarlo, convencerlo y dominarlo— el esclavo africano resultaba una persona conocida de larga fecha. Hacía mucho que las ciudades del Levante, de Andalucía, la misma capital, sabían de esclavos turcos, moros, africanos, adorno casi imprescindible de las casas opulentas, y su cristianización, junto con su hispanización, jamás había planteado problemas notables.14

He aquí sin duda la razón por la que a nadie se le ocurrió revisar las actitudes adoptadas desde hacía tanto tiempo para con los esclavos negros. Mientras las que interesaban a los indígenas, que eran recientes, débilmente asentadas y fuertemente impugnadas, fueron modificadas, con el resultado de que estos últimos quedaron exentos de la jurisdicción inquisitorial en 1571, y los africanos siguieron sometidos a ella.

Si bien se sabía con precisión qué grupos o individuos estaban bajo la autoridad del Santo Oficio, los procesos de mestizaje y de sincretismo no tardaron en enturbiar la hermosa limpidez burocrática. En efecto, pronto resultó difícil asegurar que la mestiza de tez oscura no era indígena o que el mulato de ojos rasgados fuese un... y entendemos la perplejidad del comisario inquisitorial de Yucatán cuando, en 1674, vio que tres individuos considerados mulatos y adoradores de ídolos, que estaban encarcelados en Mérida mientras esperaban el traslado a México, empezaron a hablar maya y a ponerse ropa indígena, escapando de este modo al Tribunal, puesto que resultaron ser indios.15

No sólo las leyes de la herencia hacían más complicada la tarea de las autoridades sino que el mundo indígena, omnipresente, constituía un refugio permanente y casi seguro para cualquier individuo, fuese el que fuese. En cuanto asomaba la menor sospecha de delación, de trámite inquisitorial o judicial, nada más fácil para el español, el negro y, más aún, para el mestizo o el mulato con un tanto de sangre indígena, que escabullirse en el seno de una comunidad indígena, sobre todo si ésta vivía en una región apartada, agreste. ¿Qué alguacil iría en pos de él para arrestarlo? ¿Quién lo denunciaría, protegido como estaba, sea por su estatuto superior, sea por los complejos sentimientos de temor o indiferencia, tal vez de complicidad y, siempre y por encima de todo, por la incomprensión, hija de la incomunicación entre los dos universos que acabamos de mencionar, en la que toda la comunidad se hallaba sumergida? Bastaba sin duda con hablar la lengua del grupo, relacionarse con alguna de sus mujeres, compartir la tortilla y aprontar algún dinerillo a los caciques complacientes para que el mundo indígena prestase un tiempo sus apariencias protectoras; entonces toda posible persecución se perdía, ya no en el desierto sino, esta vez, en los abismos de una humanidad singular.16

Estas eran las peculiaridades de la situación que debía enfrentar el Santo Oficio mexicano. Un territorio desmesurado sembrado de los obstáculos naturales que la geología americana, en su violenta juventud, había multiplicado con prodigalidad; una población reducida y además en permanente crisis puesto que la asolaban con frecuencia unas epidemias desastrosas; naciones muy distintas, grupos humanos que abarcaban a los nómadas bárbaros del norte lo mismo que a los cazadores recolectores del sur; a esclavos de origen angoleño o bantú y círculos ilustrados de inmigrados europeos empapados de cultura clásica; un mundo que hervía de aventureros rapaces o dementes, de sobrevivientes, fugitivos y rebeldes de toda calaña, la espuma de los tormentosos siglos XVI y XVII del viejo continente. Todos iban ora en pos de la fortuna, ora de la gloria, de algún dios, de la libertad, del paraíso, aquí en la tierra o en otra parte, de la fuente de la juventud...17 Este era un mundo verdaderamente incontrolable, en ausencia de estado civil, policía o fronteras, y era tan violento su anhelo de escapar a todo control que se había arriesgado a pasar el Atlántico; un mundo proteico al fin y al cabo, muy pronto mestizo en numerosos aspectos y que, en caso de necesidad, se zambullía en el mundo indígena en el que tenía la seguridad de encontrar alimento y amparo. Ahora bien, estos indígenas resultaban inaccesibles y el Santo Oficio mexicano, desprovisto de poder sobre ellos, perdía una de sus funciones tan tradicionales como fundamentales en España: en el virreinato, no podía de ninguna manera intentar unir, mediante el control de la religión común, a tantas naciones diversas y desparramadas, que, si bien eran supuestamente cristianas, se hallaban libres de vivir la ley impuesta según la entendían. El papel federativo que tuvo en la metrópoli en cuanto se refiere a los judíos y moros conversos, al prescribirles una práctica religiosa estrechamente vigilada, le quedaba por principio vedado en tierras americanas, donde no lo desempeñaba nadie; aquí, la institución se veía reducida a no ser más que un aparato normativo y represivo por lo que tocaba sólo a una minoría, aproximadamente el grupo de los dominadores y sus epígonos, policía de los dominadores al fin y al cabo.

Si una de las limitaciones fundamentales impuesta al desempeño inquisitorial era resultado de las condiciones geopolíticas propias del contexto americano, la otra era producto de una decisión sociopolítica; ambas pesarían mucho en la dinámica inquisitorial durante el virreinato, al reducir el alcance de sus intentos y al despojar al Tribunal de una de sus funciones principales, origen de su poderío y autoridad.
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II. LA INSTITUCIÓN INQUISITORIAL:
LOS HOMBRES

LOS INQUISIDORES

CABE recordar brevemente, para empezar, las circunstancias que rodearon al establecimiento de los tribunales de Lima y de México y, poco después, el de Cartagena de Indias, que se creó como extensión de los dos primeros.

Tienen su origen en el gran movimiento inquisitorial de fines del siglo XVI, que precedió al inexorable ocaso de la institución al correr de los siglos XVII y XVIII. Este movimiento se tradujo en una intensa actividad del conjunto de los tribunales, obviamente ligada a la coyuntura que marcaron las batallas libradas por Felipe II en defensa de la ortodoxia.1 La fecha de 1571, que hace coincidir el establecimiento de los últimos tribunales, los americanos, con la batalla de Lepanto, de todos conocida como el triunfo glorioso de los cristianos sobre los infieles, resulta significativa.

Sin embargo, estas dos inquisiciones indianas aparecen en muchos aspectos como rezagadas y ocupan tristemente el último lugar de los tribunales que dependen de la Secretaría de Aragón, los que, a su vez, son precedidos por aquellos que dependen de la Secretaría de Castilla. En esta jerarquía creada por un largo y complejo proceso de formación histórica, de reconquista y de factores políticos, Lima y México se encuentran lejos detrás de Toledo, la Inquisición de mayor prestigio, o incluso de Sevilla, Valladolid o Granada, algunas de las más antiguas e ilustres.2

La importancia mediocre que se otorga a las instituciones americanas se ve reflejada en el número reducido de funcionarios asignados a ellas: mientras en Toledo hay cuatro inquisidores asistidos de un fiscal, cuatro notarios del secreto y numerosos ayudantes, o hasta tres inquisidores, un fiscal y tres notarios del secreto en Palermo, México sólo cuenta con dos inquisidores, quienes, con un fiscal, un solo notario y un pobre alcaide, bastan supuestamente para los asuntos que se presentan en el inmenso distrito.3

Sin descartar drásticamente las motivaciones espirituales que pudieron mover a ciertos funcionarios inquisitoriales a aceptar un destino en las Indias, fuerza es admitir que la gran hazaña de la conquista espiritual concluyó en el último cuarto del siglo XVI, y que los frailes locos de Dios, los conquistadores codiciosos de oro y de gloria, retrocedieron las más de las veces, en Nueva España al menos, ante los burócratas, los aventureros que no comparten con sus predecesores sino la sed de riquezas.

Ahora bien, es sabido que los inquisidores eran ante todo burócratas, letrados cuidadosos de su carrera quienes, salvo en casos excepcionales, necesitaban motivos muy poderosos: la juventud o la mediocridad de un curriculum insignificante, la falta de porvenir en la metrópoli y en Italia, una pesada familia que mantener, el deseo de fortuna o promoción rápida y relativamente fácil, constituían factores determinantes para que se resolviesen a tomar el camino del exilio a las Indias.4

La mayoría de los que ocuparon cargos en la Nueva España tuvieron el mismo perfil: estudios universitarios, tal vez en Salamanca, la gran Universidad —pocas veces en uno de los seis prestigiosos Colegios Mayores—, pero las más de las veces en Osuna, Sevilla, Córdoba, Granada y, sobre todo, en Lima y México, con el título final de doctor o licenciado.

Llama la atención el hecho de que no todos estos eclesiásticos fueron ordenados al recibir el nombramiento de inquisidor como ocurrió con Alonso de Peralta y Martos de Bohórquez, quienes, sin embargo, llevaron a cabo grandes persecuciones contra los judíos conversos, y organizaron el famoso auto de fe de 1594.5

Aunque algunos de estos ministros eran ya inquisidores antes de llegar al virreinato, la mayoría desempeñaba funciones menores en algún tribunal, otros eran canónigos, incluso maestrescuelas. Las carreras empezaban a menudo en las Indias o en regiones marginales de la península, islas Canarias o Baleares.6

Así pues, el nombramiento de inquisidor en México correspondía casi siempre a una promoción, y sucedió con frecuencia que dentro del mismo Tribunal, el fiscal pasase a ser inquisidor, al morir o aceptar otro puesto el inquisidor anterior.




El destino de los inquisidores cuando abandonaban el Tribunal mexicano subraya esta tendencia a hacer una carrera “colonial” empezando en las Indias o en las islas. Una minoría de ellos regresó a España y unos pocos escogidos fueron llamados a desempeñar cargos prestigiosos, como el primer inquisidor del virreinato, Pedro Moya de Contreras, quien pasó a ser virrey de México, luego presidente y patriarca del Consejo de Indias; o también Bernardo de Quiroz, que fue nombrado más adelante inquisidor en Toledo. La mitad de los ministros del clero, en cambio, recibió una mitra en Nueva España, ya fuera el importante obispado de Puebla o el de Guadiana, Michoacán, tal vez el de México, o Cuba, Guatemala, Perú o Nueva Granada, Chuquisaca, La Paz, Lima, Quito, Cartagena.7

Se trataba obviamente de una promoción, aunque en un sistema percibido como paralelo y probablemente secundario en relación con el peninsular, como acontece cuando una institución abarca a la vez a la metrópoli y las colonias. En efecto, la promoción al episcopado en las Indias a veces entrañaba cierta ambigüedad puesto que, si algunos obispados proporcionaban pingües ingresos (caso de Puebla o Chuquisaca), otros no parecían brindar las mismas ventajas. Algunos inquisidores rechazaban un nombramiento si lo consideraban demasiado mediocre, como hizo el licenciado Alonso Fernández de Bonilla, quien despreció la mitra de Guadalajara en 1578 para aceptar el año siguiente la de La Plata, a todas luces más atractiva.

Las carreras de algunos inquisidores del Tribunal mexicano son significativas de estas tendencias. El doctor Juan Gutiérrez Flores fue primero fiscal en Sicilia al finalizar el año de 1600, luego, en 1605, inquisidor en Mallorca donde tuvo un sinfín de disputas con el virrey. Inquisidor en México desde 1613 hasta 1625, fue más adelante nombrado visitador general de la Audiencia de Lima, donde murió siendo coadyutor del obispo de La Paz.8

En cuanto a Domingo Vélez y Argos, después de sólidos estudios en el Colegio de San Bartolomé de Salamanca y en la misma Universidad, fue nombrado canónigo en Cartagena de Indias. No tardó en convertirse allí en provisor del obispo, en chantre y, finalmente, en inquisidor. Las graves dificultades que tuvo entonces —como el inquisidor Gutiérrez Flores— con el gobernador de Nueva Granada lo obligaron a pasar a España, de donde fue enviado como inquisidor a México en 1638, lugar en el que murió nueve años más tarde.9

Mientras que el licenciado Gaspar de Valdespina estudió en la Universidad de Osuna antes de ser nombrado fiscal en el Tribunal de Lima y luego inquisidor en México, el doctor Juan Sáenz de Mañozca era criollo de México, de una familia que contaba con numerosos servidores del Santo Oficio, y vivió mucho tiempo en Lima al lado de su primo el inquisidor Mañozca y Zamora, quien inició la gran persecución contra los judeocristianos por los años 1630; después de haber estudiado en San Marcos, regresó como inquisidor a Nueva España, en donde no dejó de aplicar, de 1642 en adelante, los conocimientos adquiridos al lado de su temible primo. Fue más tarde promovido al obispado de La Habana, al de Guatemala y, finalmente, al de Puebla, donde murió.10

Por último, don Juan de Ortega Montañés, cuyo historial en España desconocemos, fue fiscal de la Inquisición mexicana en 1660, inquisidor dos años más tarde, obispo de Guadiana en 1675 y de Michoacán en 1682.11

La falta de experiencia y de competencia de los inquisidores americanos es un hecho que el visitador Pedro de Medina Rico comenta en estos términos:


Los sujetos que se invitan a Indias son los menores y sin ejercicio alguno, y como sus antecesores fueron de la misma calidad, no hallan de quien aprender, pero hallan a quien imitar en inteligencias torcidas y así, aun siendo muy buenos y muy doctos, con suma dificultad se ponen en el camino que debemos seguir.12



Una vez en México, ¿cómo trabajaron estos funcionarios pobremente dotados? En primer lugar, fuerza es reconocer que el contexto colonial no los favorecía.

En efecto, las relaciones entre el Santo Oficio y el virrey fueron malas desde el principio, pues don Martín Enríquez había acogido fríamente a los primeros inquisidores; más adelante, las cosas no mejorarían sino todo lo contrario.13 Constantemente las autoridades máximas se opusieron al Tribunal por cuestiones relativas a preeminencia y a jurisdicción, y la celebración de los autos de fe y la lectura de los edictos hicieron surgir discordias muy ásperas que llegaron incluso a provocar la suspensión de estas ceremonias, al menos bajo las formas debidas. Ahora bien, era de la mayor importancia, entre otras cosas, que el Tribunal y el virrey estuviesen en buenos términos ya que el segundo entregaba al primero los fondos que la Corona destinaba a su funcionamiento.14 Si bien la Suprema, al tanto de todas las desavenencias, no dejaba de predicar la moderación, los inquisidores seguían muy resentidos por lo que consideraban con razón una falta de respeto hacia la institución a la que servían, lo cual los movía a declarar que “por esto el pueblo decía que la Inquisición en Nueva España no era estimada ni tenida por los virreyes en lo que era razón”.15

Las disensiones surgían también a menudo con las demás instancias civiles y eclesiásticas y constituían un obstáculo permanente para cualquier acción; la real cédula, llamada “de Concordia”, del 22 de mayo de 1610, que pretendía solucionar de una vez por todas los problemas de jurisdicción, el origen más frecuente de discordias, sirvió efectivamente de referencia en caso de conflictos sin lograr jamás eliminarlos.16

Bien es cierto que las relaciones entre los mismos inquisidores distaban mucho de ser armoniosas. Ya a finales del siglo XVI —1582— tenemos noticia de ministros “apuñeándose como si fuesen muchachos”;17 Granero Dávalos refirió que Bonilla, que lo odiaba, “me dijo un día en secreto que juraba que si a mí me diesen iglesia antes que a él, se ahorcaría”;18 en el momento crucial en que el Tribunal se encontraba abrumado de trabajo a raíz de la detención de centenares de personas, los ministros Gaviola, Estrada y Sáenz de Mañozca se despedazaban unos a otros, hasta tal punto que este último temía ser asesinado por Gaviola, quien visiblemente había perdido el juicio.19 De manera general, la discordia imperó entre los ministros, quienes mandaban constantemente a la Suprema el relato pormenorizado de sus dificultades.

En esta atmósfera tempestuosa, ¿de qué manera desempeñaron sus funciones? Los visitadores don Juan Sáenz de Mañozca y don Pedro de Medina Rico, que tuvieron la misión de inspeccionar al Santo Oficio mexicano en 1642 y 1654 respectivamente, dejaron un cuadro tan minucioso como edificante. Ambos visitadores coincidieron: los inquisidores no hacían absolutamente nada.

El primero se dirigió a la Suprema en estos términos:


Llegué a esta ciudad por principios de Marzo de 1642 y entré en el Tribunal a los 17 del propio mes; y a pocos lances reconocí una desgana en el trabajar común a todos, porque se pasaba las horas de la mañana y tarde en parlar y en ir y venir a sus cuartos y escribir cartas de sus correspondencias, sin tratar de cosa alguna del oficio.20

 



Cuando echa un vistazo a los libros de testificaciones, el visitador encuentra fundamentos para proceder contra un gran número de individuos aunque en aquel momento, sólo cuatro personas ocupan los calabozos: “...un judaizante, un casado dos veces, otro por proposiciones y el cuarto por haber dicho misa sin ser ordenado, que era todo el empleo de una Inquisición de tan dilatado distrito...”21

Doce años más tarde, Medina Rico describía una situación idéntica, quejándose de que, con excepción del inquisidor Sáenz de Mañozca, nadie trabajaba. Estrada y Escobedo por ejemplo, en cuanto llegaba al Tribunal se apresuraba a ir a su cuarto a tomar chocolate; iba luego al Secreto a charlar con el fiscal y sus dos secretarios, haciéndoles perder el tiempo, y salía dos o tres veces a la puerta a tomar el fresco; en todo era imitado por Higuera y Amarilla. El pobre de Medina Rico se lamentaba: “yo no sé cómo enmendar esto, a no ser haciendo de nuevo a dichos inquisidores”.22

Efectivamente, hacía mucho tiempo que la inercia se había apoderado del Tribunal. Sin embargo, había sido razonablemente activo durante los primeros decenios de su existencia; pero las graves dificultades financieras, sus diferencias constantes con las autoridades, fuesen las que fuesen, el estado ruinoso e irremediable de las cárceles, la suspensión prolongada de la lectura de los edictos de fe, habían producido un estado de modorra al que los inquisidores se habían acostumbrado y del que a duras penas los sacó el visitador Sáenz de Mañozca, y por corto tiempo.23

No es por tanto de extrañar que, empezando apenas el decenio de actividad intensa, 1640-1650, originada por la gran persecución de los judíos conversos, los ministros desconociesen prácticamente su oficio. Ésta es la razón por la que los papeles se encontraban tirados en el piso del Tribunal, mezcladas en un desorden descomunal las fojas que pertenecían a los procesos antiguos con aquellas de los que se estaban instruyendo, esperando en vano que un fiscal diligente las cosiera con hilo y aguja, con el resultado de que era imposible agrupar un proceso; la razón también por la que los ministros ni siquiera llevaban la ropa propia de su oficio y por la que se llegó a olvidar “el estilo y modo de procesar del Santo Oficio que sólo en el nombre ha sido ésta, Inquisición”.24

Los inquisidores, por ejemplo, permanecían inactivos mientras llovían las denuncias y las testificaciones.25 Declaraciones hechas por individuos que por principio debían mover a la mayor prudencia, por ser cristianos nuevos, fueron recibidas en la casa misma de un ministro.26 Al ingresar a las cárceles, no siempre se registraba a los reos o, cuando se procedía a ello, se hacía de tal manera que podían conservar oro, plata, joyas, ropa y objetos valiosos, con los que después sobornaban a los numerosos ayudantes que servían allí, violando el secreto y la incomunicación a los que teóricamente se hallaban sometidos.27

Los interrogatorios eran interrumpidos por descansos durante los que inquisidores y acusados charlaban llanamente, sobre todo cuando se trataba de mujeres; los primeros revelaban a veces detalles del proceso de tal naturaleza que los segundos llegaban a descubrir la identidad de sus denunciantes, por lo que podían entonces vengarse de ellos denunciándolos a su vez, o rechazando más fácilmente los cargos que pesaban contra ellos.28

Acontecía también que algunos presos se pudriesen durante años en el calabozo sin que calificaran su causa, que otros esperasen meses antes de que los llamaran a declarar ante los jueces, mientras otros recibían tinta y papel a discreción, lo que les permitía pasar el tiempo “escribiendo salmos, doctrinas heréticas”.29

Tardaban excesivamente en recibir las declaraciones de los acusados negativos y en comunicar las acusaciones y las declaraciones de testigos a los abogados; se mandaban incompletos ciertos procesos a la Suprema y no se tomaban en cuenta las defensas que presentaban los acusados, sin dejar siquiera que lo hicieran sus abogados.30

La manera en que se aplicaba el tormento era asimismo objeto de acervas críticas.

Sáenz de Mañozca descubrió en efecto que “se usaba que se retiraba a los reos en comenzando a confesar, con color de que lo harían mejor y con más comodidad”. Cuando el visitador pidió la aplicación del tormento de acuerdo con lo establecido, es decir, según la calidad de los indicios y las fuerzas del reo, lo tildaron de “cruel y criminalista”.31 Entre otras graves irregularidades, el tormento se administraba sin asistencia del ordinario, pero el inquisidor Argos dejaba que su paje, su sobrino y su familia escucharan, por un escotillón abierto en su despacho, cuanto sucedía en la cámara de tortura.32 En fin, se dio el caso de que un judaizante fue sometido al tormento de manera sumamente rigurosa, con base en una testificación que los inquisidores sabían sobradamente que era falsa.33

Las irregularidades en cuanto tocaba a las condiciones de encarcelamiento eran asimismo graves y numerosas.

Aunque teóricamente los inquisidores tenían por obligación visitar a los presos dos veces al mes, con el fin de exhortarlos a que confesaran sus culpas y de consolarlos, meses enteros transcurrieron de hecho sin que un ministro bajase a los calabozos.34 Entre 1643 y 1647 no se hizo una sola visita, lo que explica por ejemplo que el cuerpo de doña Catalina de Campos fuese encontrado un día medio comido por las ratas; nadie —ni siquiera los carceleros que llevaban cada día velas y comida y retiraban los “servicios”— había advertido su muerte.35

Durante estas escasas visitas, los jueces no tenían siempre la compostura que debían, y el visitador Sáenz de Mañozca se vio obligado a puntualizar, en la relación que mandó a la Suprema, que “en las visitas de cárceles no acepté sentarme sobre las camas de las reas ni dejarme tomar las manos, viendo algunas cosas que me hacían salir los colores al rostro”.36

A menudo, juntaban a los acusados, fuesen confesos o negativos, en un mismo calabozo, los maridos con sus mujeres, familias enteras, a veces con sus esclavos, de manera que no había cosa más fácil que prevenirse mutuamente y ponerse de acuerdo sobre lo que convenía confesar o callar.37

En los años 1624, 1634, 1635 y entre 1640 y 1650, los presos se hacían llevar desde fuera ropa y comida y, con el pretexto de estar enfermos, algunos fueron autorizados a regresar a su casa para que se pudiesen curar más cómodamente.38

Durante el decenio 1640-1650, en que las cárceles rebosaban de judaizantes, los esclavos de estos últimos, secuestrados como sus demás bienes por el Santo Oficio, sirvieron en las múltiples faenas de la cocina y del mantenimiento que requería un número tan elevado de presos; de esta manera, pudieron transmitir recados lo mismo dentro de las cárceles que fuera y recibieron, por los favores que hacían, los objetos introducidos gracias al complaciente registro que se hacía a los acusados antes de encarcelarlos.39

¿No era acaso uno de los ayudantes del carcelero cierto esclavo negro, un tal Sebastián de Munguía, “casado dos veces, viviendo la primera mujer (véase qué bueno era para ocupar un puesto de tanta confianza), y por casado dos veces solamente le açotaron, cuando por ello debía ser condenado a galeras después de los açotes, y por la comunicación de los presos, merecía la misma pena”.40

Por último, ciertos castigos se administraban en privado, cuando existía la obligación de hacerlo públicamente, para proteger la fama y el honor de los reos si éstos pertenecían a sectores sociales influyentes o si mantenían relaciones de privilegio con los ministros inquisitoriales.41

Las faltas, negligencias y componendas de los inquisidores acarrearon por tanto una situación de laxitud en las cárceles y, como última consecuencia, la dilación y el tropiezo en la tramitación de los asuntos penales.

Hemos denunciado las flaquezas de estos inquisidores, que no tenían gran experiencia y eran perezosos e incompetentes en el ejercicio de sus funciones; ¿cómo se desenvolvieron en la sociedad colonial? ¿Llegaron, por casualidad, a corregir sus faltas profesionales con una intachable virtud?

No hay que olvidar que la sed de riquezas constituyó uno de los grandes, si no el principal móvil de la conquista y de la colonización del continente americano y sigue hasta hoy día atrayendo a millares de emigrantes, encandilados, según las épocas, por los nombres mágicos de Perú, Potosí, Zacatecas, Guanajuato, Buenos Aires, Nueva York, Alaska, California... Ahora bien, hemos subrayado que lo que movió a los ministros inquisitoriales —y a una gran mayoría de funcionarios— a emprender una carrera colonial fue la esperanza de amasar una fortuna tan rápida como fácil.42

Sin embargo, la situación financiera del Tribunal era tal que no podía alentar esperanzas en este sentido por mucho tiempo. En efecto, cuando empezó a funcionar, se le asignaron 10 000 pesos de oro de mina y aunque los dos inquisidores, el notario y el fiscal cobraron durante dos años salarios decentes, no tardaron en ver sus ingresos reducidos a poca cosa, hasta el punto de que en 1575, “los empleados estaban llenos de deudas y deseosos de vender sus puestos o de regresar a España, lo que hizo el receptor Diego de Salvatierra en octubre de 1575”. Uno de ellos llegó a declarar —¡el colmo, tratándose de un funcionario inquisitorial!— “que se quería casar con una judía para que lo mantuviese”.43 Por tanto, nada extraño es que algunos años más tarde (1642-1650), el fiscal Antonio de Gaviola, a quien el visitador Medina Rico reprochaba su descuido y pereza, hubiese tildado públicamente a su censor de impertinente, arguyendo que “para el salario que le daban, bastante cumplía con lo que hacía”.44

Si el subsidio real llegaba a poco más que una limosna, había que buscar en otras partes los complementos que hacían falta. Estas “otras partes” eran para la Inquisición los bienes confiscados a los acusados de reconocida culpabilidad.

Pero en esto también el desengaño fue grande puesto que ya en 1595, los ministros, decepcionados, refieren que “es tan desgraciada esta Inquisición en confiscaciones, que apenas en los secuestros que se han hecho destos judíos hay para sus alimentos, que parece cosa increíble en las Indias y que de industria han querido serlo los pobres; de que están bien desanimados los ministros de la Inquisición, que tienen situados sus salarios en penas y penitencias”.45

No se puede pedir mayor claridad: la pobreza resulta algo que no puede imaginarse en las Indias —salvo por lo que se refiere a los indígenas, naturalmente— a no ser que uno la busque expresamente, y los inquisidores no tienen más remedio que recurrir a las confiscaciones.

Esta situación acarreó una consecuencia importante: puesto que la Corona no era capaz de respaldar pecuniariamente al Tribunal, fuerza fue buscar, para sobrevivir, al hereje acaudalado, ya que los demás pequeños transgresores —blasfemos, bígamos y hechiceros de poco vuelo— eran dueños de bienes insignificantes.46 Pero el hereje escaseaba en las Indias y perseguirlo requería un trabajo pesado; más valió llegar a un acuerdo con él ya que, pese a todo, inquisidores, grandes mercaderes y funcionarios pertenecían objetivamente al mismo grupo de los dominadores de las masas indígenas y las castas cada día más numerosas. De esta manera, se podía aprovechar la situación excepcionalmente favorable que brindaba la Nueva España a los individuos emprendedores, que podían contar con el respaldo de una posición social privilegiada y, por tanto, dedicarse a “los negocios”.

Esta tendencia prevaleció tanto más cuanto que la situación financiera del Tribunal fue degradándose sin cesar durante el siglo XVII, de acuerdo con el estado cada día más calamitoso de la España de Felipe III y más aún de Felipe IV.

Ya a fines de 1625, el visitador general del virreinato, don Martín Carrillo y Alderete, advertía a Madrid que “si no se acude a su remedio, se podrá cerrar este Tribunal dentro de muy pocos días, porque no hay con qué sustentar los presos, ni pagar los oficiales, y éstos no pueden servir de balde”.47

Dos años más tarde, Felipe IV explicaba al Papa que las inquisiciones americanas significaban para la Real Caja un gasto de 32 000 ducados, suma modesta al fin y al cabo, y muy inferior a las rentas anuales de cualquier familia ducal española de menor rango.48



Finalmente, un decreto del monarca de 1633 puso fin, al menos teóricamente, a los subsidios otorgados a la Inquisición peruana y muy probablemente a la mexicana, lo que movió a los inquisidores a emprender una fiera búsqueda de recursos.49 Desde su llegada, los ministros del Santo Oficio novohispano habían mostrado una tendencia excesiva a confiar en su espíritu emprendedor para lograr una fortuna que les era reacia y a la que habían perseguido, sin embargo, desde tan lejos: a fines del siglo XVI Peralta “contrataba como si fuese mercader” y Bohórquez estaba dedicado de lleno a sus asuntos y no se detenía ante nada, según declararon sus colegas.50 Pero esto fue antes de que la coyuntura se volviese catastrófica. Los años 1630 fueron decisivos y coincidieron con el principio de una crisis múltiple —no se puede hablar exactamente de depresión a mediados del siglo— que se vio agravada por inundaciones seguidas de epidemias, las cuales, durante unos diez años, desquiciaron totalmente la vida capitalina. Entonces fue cuando la Inquisición mexicana se transformó en una verdadera “casa de comercio”, según la acertada expresión de José Toribio Medina.51

En efecto, los testimonios sobre el decenio siguiente resultan abrumadores. Cabe resumir, ante la imposibilidad de presentar una acusación completa.

Algunos ministros, lejos de estar solos, tenían a veces una extensa familia, que los había seguido desde España o que vivía en el país, en caso de que el inquisidor fuese criollo, siempre ansiosa de sacar partido de la posición ocupada por el pariente en el Tribunal. Por eso se podían efectuar pequeños negocios un tanto sospechosos a la sombra del Santo Oficio, o incluso recibir el nombramiento de oficial, lo que facilitaba aún más todo, por los privilegios y exenciones que acompañaban a estos cargos.52

Don Francisco de Estrada y Escobedo, por ejemplo, tenía consigo a su madre, “que está con toda ostentación en México, cuatro hermanas casadas y con hijos, otro hermano casado, otro fraile, otro medio racionero de esta Iglesia, a quien tuvo en esa corte años para la pretensión de la plaza de inquisidor, otro estudiante diácono”.53 Para la tribu Estrada, el dicho “Iglesia, Mar o Casa Real” fue la norma, con clara predilección sin embargo por el primer, puesto que de cinco hermanos, cuatro escogieron carreras eclesiásticas.

En cuanto al licenciado Bernabé de la Higuera y Amarilla, se encontraba literalmente agobiado por la parentela; uno de sus sobrinos era dueño de un ingenio azucarero mientras su primo era comisario del Santo Oficio en Veracruz. Allí, lo opacaba completamente el notario inquisitorial, Sebastián de Campos, quien era nada menos que cuñado de Estrada y Escobedo; en efecto, no sólo Campos acaparaba los dos cargos, el de notario y el de comisario, de seguro lleno de atractivos en un puerto por el que pasaban todo el comercio y las relaciones de la colonia con la metrópoli; además, obtuvo, con la ayuda del inquisidor, su cuñado, unos préstamos cuantiosos sobre las rentas fiscales, práctica obviamente ilegal.54

Los mismos inquisidores dejaban a veces aflorar su espíritu emprendedor. Estrada y Escobedo, otra vez, se afanaba por vender, a precios estratosféricos desde luego, el chocolate, que se consideraba en aquel entonces más como alimento que como mera bebida y que estaba destinado a los numerosos presos que ocupaban los calabozos inquisitoriales por los años 1640-1650.55

La fortuna puede ser la coronación de las empresas individuales y familiares pero también puede caer del cielo.

Cuando los bienes que se habían confiscado a un puñado de ricos judaizantes empezaron a salir a remate y el producto de la venta llenó las arcas de la Inquisición, todos parecieron olvidar que aquel oro debía ser entregado a la Suprema y procedieron al reparto del botín: los salarios se inflaron bruscamente, aumentó sobremanera el número de ayudantes, tomaron el dinero a manos llenas, lo prestaron al primero que se presentaba poniéndole un interés, repartieron limosnas y regalos y también se lo apropiaron con liberalidad.56







Los inquisidores se dieron entonces a los lujos, sin duda encaminados a compensar los largos años de estrechez y las humillaciones sufridas por parte de tantos otros funcionarios antes más favorecidos...; se mandaron pintar retratos —a expensas del fisco, naturalmente— que desde entonces adornaron soberbiamente la sala del Tribunal, y pidieron a Roma autorización para lucir “mucetas y sombreros aforrados, con caireles y bordas de seda”.57

Para ocultar tales deslices —a menudo verdaderos hurtos—, llegaron a no consignar los bienes confiscados, a no encerrar bajo llave lo que debía estar guardado e incluso a arrancar abiertamente los folios comprometedores de los libros de cuentas y sacar de la caja fuerte el oro y las alhajas codiciadas.58 La rapiña no tuvo freno y los cargos acumulados por el visitador Medina Rico demuestran que los inquisidores se repartían fardos de almizcle llegados de Filipinas, joyas y piedras preciosas, encajes, sedas de China, objetos valiosos, cajas ricamente labradas y ropa fina perteneciente a los reos.59

Los cargos y oficios se habían vuelto asimismo mercancías ya que cualquier pretendiente podía obtenerlos mediante alguna cantidad o dádiva, sin tener siquiera que justificar sus orígenes ni sus competencias.60

Así, cuando se presentó la ocasión de que el Tribunal se enriqueciese por medio de las confiscaciones, ningún ministro, desde el más antiguo de los jueces hasta el último de los ayudantes, pudo resistir la tentación; las inmensas riquezas recabadas se perdieron entonces cual arroyo en el desierto, pronto consumidas por los inquisidores, y la Suprema no recibió jamás sino migajas, muy a pesar suyo.61

Semejante inclinación al lujo podía provocar con facilidad complicidades entre inquisidores y sospechosos, siempre y cuando estos últimos fuesen acaudalados; se podía entonces negociar en un terreno muy material soluciones aceptables para ambas partes. Esto es lo que de hecho se produjo durante algún tiempo, cuando las autoridades inquisitoriales, aunque sabían de ciertos hechos heterodoxos, parecían ignorarlos. Un poco más tarde, al quedar abiertamente declarada la ofensiva, dicha actitud resultó más difícil de mantener.62

Queda claro que antes de que empezara la persecución de los cristianos nuevos secretamente fieles a la ley mosaica, las relaciones entre los jueces y algunas familias fueron excelentes y a veces hasta imprevistas, como en el caso de la amistad de los ministros con el portugués judaizante Luis de Burgos,63 con la poderosa familia de Simón Váez Sevilla,64 con Tomás Núñez de Peralta y su mujer Beatriz Enríquez, quienes recibieron el permiso, estando encarcelados, de mandar traer sus alimentos desde fuera —lo que obviamente propició toda clase de comunicaciones— y se jactaban de tomarlos en loza de China,65 y, sobre todo, con Sebastián Váez de Azevedo. Este personaje, muy encumbrado en la soceidad colonial, amigo y protegido del virrey, el marqués de Villena, gran mercader además, no dejaba de ser un portugués que practicaba secretamente el judaísmo, cosa que el Santo Oficio no podía ignorar por las numerosas denuncias y testificaciones que se hallaban en su poder desde tiempo atrás. Sin embargo, Sebastián Váez de Azevedo,


portugués de nación, que después fue processo y penitenciado por judío judaizante, aviendo trahido de China cantitad de fardos y mercaderías que eran suyas propias y parando en el puerto de Acapulco; por escusar los derechos debidos a Su Majestad, se valió del Tribunal, que fingió pertenecerle dichos fardos y mercaderías; y por ello los pidió sin paga de derechos algunos, a que resistieron los oficiales reales de dicho puerto de Acapulco; y últimamente, viendo el pleito mal pesto, se valieron del Señor Virrey, que a la sazón era, conviene a saber por el año de 1645 poco más o menos, con que su Excelencia envió despacho para que se entregasen dichos fardos y mercaderías sin pagar derechos algunos, como en efecto se trajeron al quarto del Señor Inquisidor doctor don Francisco de Estrada; y de allí, los llevó el dicho Sebastián Vaez, con grande nota y escándalo.66



Así, Váez de Azevedo mantenía estrecha amistad con los inquisidores a quienes convidaba además a festines, según lo refiere el visitador Sáenz de Mañozca.67

Este ejemplo muestra claramente la manera en que se establecieron complicidades entre individuos pertenecientes a sectores sociales dominantes: el virrey, la Inquisición y un personaje poderoso; las consideraciones ideológicas así como las relativas a la religión y la política desempeñaban un papel secundario, por no decir insignificante. Pese a todo, Sebastián Váez de Azevedo era portugués, lo que por los años 1645 lo hubiera hecho automáticamente sospechoso, y no lo fue obviamente para las autoridades coloniales.

Por otra parte, queda claro que todos estaban de acuerdo cuando se trataba de burlar al fisco de Su Majestad; el Santo Oficio no vacilaba en actuar como depositario de las mercancías en litigio y la máxima autoridad virreinal, el mismo marqués de Villena, facilitó la operación.

En definitiva, la acción inquisitorial no deja de infundir sospechas en cuanto toca a la persecución de prácticas heterodoxas, al menos en los casos en que pesaron consideraciones de tipo económico y en que hubo complicidad entre los poderosos, unidos por intereses comunes; estos casos eventualmente pudieron ejercerse en perjuicio de la Corona —tan lejana y tan mal defendida—, situación característica del contexto colonial americano.

Pero la inmoralidad de los inquisidores rebasaba la esfera de sus actividades profesionales y en esto, también, las visitas que se llevaron a cabo hacia mediados del siglo XVII revelan hechos sorprendentes.

Los funcionarios inquisitoriales mantenían a veces relaciones afectuosas con personas de las que se podía pensar al menos que les hubieran inspirado algunas sospechas. Las hermanas judaizantes Rafaela y Micaela Enríquez eran íntimas del inquisidor Estrada y Escobedo y la primera fue incluso amante del notario Eugenio de Saravia.68 En este caso también, estas relaciones tuvieron consecuencias importantes por lo que se refiere a la buena marcha de las diligencias inquisitoriales; por ejemplo, Micaela Enríquez, a quien sus amigos del Tribunal habían aconsejado que confesara “espontáneamente”, sin esperar el arresto inminente y con el objeto de granjearse una mayor indulgencia en el futuro por parte de sus jueces, confesó ante el notario Saravia en la propia casa de éste, contraviniendo todas las normas. En cuanto a Rafaela, fue sometida, lo hemos visto, a un registro tan poco severo cuando ingresó a la cárcel, que pudo conservar alhajas valiosas, las que le permitieron más adelante recompensar los apreciables favores —recados, servicios diversos— que logró de los carceleros y ayudantes. El secretario Saravia mandó asimismo advertir a ambas hermanas de la presencia permanente en las cárceles de soplones encargados de espiar las charlas entre presos, lo cual les infundió una saludable prudencia en las pláticas que sostuvieron. Finalmente, es otra vez Saravia quien recogió en su casa a la hija de Micaela cuando ésta fue encarcelada, en un ejemplo de humanidad sin duda conmovedor aunque un tanto sorprendente, si se considera la situación del protector, un secretario inquisitorial, y la de la presa, una hereje. El inquisidor Estrada hizo llegar también un recado a la judaizante Margarita de Moreira, mujer muy atractiva en verdad, en el que le indicaba lo que, por su bien, debía confesar ante sus jueces.69

En cuanto al inquisidor Bernabé de la Higuera y Amarilla, rendía tributo a los encantos famosos de las mujeres de color. Vivía públicamente amancebado con dos esclavas, una africana y otra mulata, una de las cuales era su amiga de veinte años atrás y le había dado hijos que el ministro reconocía abiertamente como suyos.70 En cambio, el inquisidor Argos, menos sensible a los encantos femeninos sin duda por su edad avanzada, solía entretenerse convirtiendo su cuarto en salón de juegos.71

Además de estas numerosas faltas a sus obligaciones, tanto en el terreno profesional como en el privado, los inquisidores no dejaron pasar la oportunidad, lo hemos subrayado, de participar en las disputas que enfrentaban constantemente las instituciones coloniales o los individuos. Entre las numerosas intervenciones del Tribunal, es preciso mencionar aquella, de particular virulencia por parte de los ministros, en el asunto Palafox; el obispo de Puebla recibió de ellos insultos tales como “sospechoso en materia de fe”, “tizón ardiente del infierno”, que estaban obviamente fuera de lugar, tanto en el tono como en el espíritu, más aún si se considera el papel moderador que debía ser el del Tribunal en tan compleja disputa.72

Fuerza es por tanto concluir que los inquisidores nombrados en la Nueva España carecían de la capacidad y calidad necesarias para dirigir el Tribunal, sobre todo pensando en las tareas abrumadoras que les incumbían normalmente y en las dificultades que estorbaban el ejercicio de sus funciones. A la falta demasiado frecuente de sólida formación y de experiencia, se añadió la ambición que alentaba casi siempre cualquier funcionario, que sólo aceptaba el exilio a las Indias por ver en ello la condición imprescindible para forjarse una rápida fortuna.

Aquí vemos claramente que el contexto virreinal, en el que todos compartían semejante ambición, constituyó un factor complementario: la imposibilidad objetiva por una parte de llevar a cabo una misión semejante por las peculiaridades geográficas y humanas del distrito que se debía controlar y, por otra, las complicidades ineludibles que existían dentro de los sectores dominantes de una sociedad colonial desembocaron en la inercia y la corrupción de los ministros inquisitoriales. Sus faltas, tan graves como variadas, no eran sin embargo algo nuevo en la historia de los hombres del Santo Oficio;73 el peso del contexto colonial explica su notable exuberancia, puesto que un inquisidor mexicano, el doctor don Francisco de Estrada y Escobedo, merece el segundo lugar en cuanto se refiere al número de cargos —al menos hasta ahora—; éste alcanzó 111, entre las respetables 106 acusaciones que se levantaron contra el doctor don Cristóbal de Valdesillo, inquisidor de Córdoba en 1589, y las 115 formuladas en contra del inquisidor Pereira, de Cartagena de Indias.74

Como se sabe, los inquisidores eran apoyados por numerosos auxiliares, laicos y eclesiásticos, en particular por los comisarios.

LOS COMISARIOS

Estos representantes del Tribunal en la provincia tenían por misión proceder a la lectura de los edictos de fe, realizar visitas de distrito y recibir las denuncias y las testificaciones.

A través de distintos documentos que contienen listas del personal inquisitorial para el periodo 1571-1699, descubrimos la presencia de comisarios en un centenar de poblaciones dispersas entre Nuevo México y Nicaragua, sin olvidar las Filipinas: junto a ciudades importantes aparecen pueblos grandes situados a veces en regiones totalmente indígenas, Teposcolula, Parangaricutiro, Tampamolón por ejemplo, también reales de minas y puertos.75

Estos comisarios cuyo número alcanza hasta ahora 222 (véase Apéndice núm. 2), pertenecen en proporciones parecidas al clero regular y secular puesto que los primeros son 81 y los segundos 113; los franciscanos preceden a los dominicos, 40 y 23 respectivamente, seguidos por 9 agustinos, 7 jesuitas, 1 carmelita y 1 mercedario. Su repartición entre regulares y seculares y luego según las diversas órdenes religiosas, parece ligada a las áreas de implantación del clero y de las órdenes y a la importancia numérica de estas últimas ya que el cura del lugar unía a menudo las funciones de comisario inquisitorial a las de juez eclesiástico ordinario.

Aunque conozcamos a la mayoría de los comisarios por una simple firma al pie de las denuncias o por cartas de rutina dirigidas al Tribunal capitalino, el azar de los documentos llega también a revelar ciertas personalidades fuertemente definidas.

Algunos son de gran calidad, así fray Diego Muñoz, primer Provincial criollo de la orden franciscana, quien, pese a su edad avanzada, en los años 1615-1620 recorre sin descanso Michoacán y el Bajío, donde lleva a cabo briosas campañas para recabar denuncias, ahogando a las autoridades superiores bajo un alud de cartas e informes cuyo estilo ágil y directo muestra a la vez un sólido sentido común junto con un profundo conocimiento de los hombres y del país que le toca vigilar.76 O también fray Alonso de Benavides, otro franciscano, que algunos años más tarde se afana por introducir principios de orden y decoro en el norte minero y sobre todo en Nuevo México, regiones que él describe como rebeldes a todo control y casi bárbaras. Su energía y clarividencia fueron premiadas por la Corona y el papado, hecho suficientemente excepcional para que lo mencionemos aquí.77

Pero al lado de estos insignes comisarios —¿será significativo que ambos fuesen franciscanos?— movidos por un celo digno del siglo anterior, surgen otras figuras relacionadas con los procesos y las denuncias.

En Zacatecas, en los primeros decenios de este mismo siglo XVII, el comisario don Diego de Herrera y Arteaga era un parangón de vicios y defectos: grosero, holgazán, irreligioso e incluso sacrílego, sembraba la discordia con los chismes que propalaba y los escritos anónimos que difundía, instigaba a la violencia —llegó incluso a pegar a varias mujeres con sus propios chapines, que él mismo les arrancaba; reñía con todos, hacía trampas en los juegos públicos, decía misa con los dedos adornados de sortijas, cuyo brillo admiraba, se negaba a administrar los sacramentos, etcétera—.78

Comparado con este último, el licenciado Diego Ortiz de Saavedra, comisario de Lagos, resulta singularmente pacífico; se trataba, efectivamente, de un hombre de tranquilas costumbres caseras, que vivió apaciblemente con su amante, una graciosa y linda morisca tiernamente querida, y el hijo de ambos, en un hogar tan acogedor como próspero en el que falleció, muy llorado por los suyos.79

Cristóbal de la Carrera, comisario en Tepeaca a mediados del mismo siglo, soportaba el celibato eclesiástico tan mal como su colega de Lagos, cuya condición pacífica no compartía sin embargo. Habiendo sido sancionado por el obispo Palafox, que lo descubrió en flagrante amancebamiento, no se atrevió a vivir abiertamente con su nueva amiga, la mestiza Margarita de Valdivieso, y recurrió a un ardid —que a nadie engañó— para conservar bajo su techo al hijo recién nacido de ambos: una vecina complaciente aceptó declarar al niño como a su ahijado apenas traído de la ciudad y pidió al comisario —una de cuyas esclavas podía amamantar al niño— que lo tomase en su casa. Sin embargo, el ministro inquisitorial permanecía sensible a los encantos de las demás mujeres y la misma buena vecina, esposa del alguacil mayor, fue objeto de sus atenciones: viéndola melancólica, la invitó a merender a las huertas cercanas al pueblo, aprovechando la ausencia del marido... En fin, y esto es sin duda más grave, De la Carrera no vaciló en participar en turbias maquinaciones, respaldándolas con el peso de su autoridad desviada.80

Fuera de estos pocos retratos, unos testimonios más dispersos señalan, aquí, “un bárbaro comisario”,81 allá, otro que, junto con el vicario de Zacatecas y tratando con una mulata que tenía fama de hechicera, “en llegándola a ver, se reían con ella y le hacían mil agasajos”;82 por su parte, el obispo de Michoacán pedía en 1594 que suspendieran al comisario don Diego de Orduña “porque en más de veinte años que allí residía, había vivido desconcertadamente en tratos públicos de incontinencia, juegos, pendencias personales, etc.”.83 El mismo fray Lope Izquierdo, comisario en Zacatecas, escribía en 1617 al Tribunal recalcando que en aquella región, “ninguno de los señores comisarios clérigos se dispone a salir un paso de su casa por acá, por la distancia de la tierra”,84 en un ejemplo notable del peso evidente de las contingencias geográficas sobre el desempeño de las tareas elementales.

Si resulta, por tanto, imposible formular juicios definitivos en cuanto toca a la calidad de los comisarios en general, notemos que las personalidades excepcionales no parecen haber sido frecuentes, mientras las faltas —más que todo, incontinencia, mala conducta, desidia, participación en los intereses de grupos locales— tienden a ser comunes. La discreción de los documentos referentes a los comisarios indica quizá que la mayor parte de ellos se conformó con desempeñar medianamente sus funciones, en un espíritu de respeto aproximado hacia las obligaciones diversas que les incumbían.

LOS FAMILIARES

Aparte de los comisarios, los oficiales más numerosos al servicio del Tribunal son sin lugar a duda los familiares, que cubren con extensa red el conjunto del territorio.

En efecto, entre 1571 y 1646, es decir durante los setenta y cinco años que corresponden al periodo de máxima actividad del Santo Oficio mexicano, un total de 314 familiares —incluyendo los 20 de América Central y los 24 de Filipinas— se hallaron dispersos en 64 poblaciones, o sea y conforme a la norma impuesta, en cualquier lugar que contara con vecinos españoles; la densidad de los familiares era muy variable en ellas y, naturalmente, revelaba la presencia española y, por tanto, la importancia del lugar.85

Así, después de la ciudad de México, que contó con 144 en el transcurso del periodo considerado, 1571-1646, siguen Puebla con 19 familiares, Zacatecas con 16 y la ciudad de Guatemala con 13 familiares.

Los puertos, los reales de minas, las poblaciones agrícolas de Puebla y del Bajío, de fuerte colonización española, estaban provistos de familiares mientras aquellas esencialmente indígenas, donde fungía sin embargo un comisario, no contaban con ninguno. En efecto, la presencia de los familiares no coincidía forzosamente con la de los comisarios, puesto que los primeros acompañaban a los grupos españoles y mestizos mientras los segundos correspondían a la red eclesiástica establecida, siendo los comisarios, como lo vimos, regulares o seculares que desempeñaban otras funciones aparte de las que les encomendaba el Tribunal.

Fuese cual fuese, el número de familiares parecía excesivo, al menos en la capital: así, el cabildo de México pidió en 1626 que se redujera el número de ellos, como condición para destinar fondos a la flota de Barlovento.86

El análisis sociológico de los familiares capitalinos, hecho posible por la información recabada en numerosas fuentes, y que trata del 90% de ellos —130 de 144 exactamente— permite conocer mejor a estos personajes.87

En efecto, estos auxiliares distan mucho de ser unos desconocidos o gente insignificante. De los 130 cuyo contexto social vislumbramos con cierta precisión, 17 ya eran familiares de la Inquisición metropolitana: 7 en Sevilla, 3 en Toledo, 2 en Valladolid, 1 en Córdoba, 1 en Cuenca, 1 en Granada, 1 en Madrid y 1 en Burgos, mientras dos lo eran del Tribunal de Lima; 14 eran caballeros de órdenes militares —12 de Santiago, 1 de Calatrava, 1 de Alcántara—.

En cuanto se refiere a su origen, dos tercios eran españoles metropolitanos y un tercio criollo, salvo tres que provenían de otras regiones como Italia, de la que una parte pertenecía, como se sabe, al Imperio español; si los peninsulares fueron mayoría durante los primeros decenios que siguen al establecimiento del Tribunal, los criollos empezaron a afirmarse en los años 1625-1630, y parecen superar a los primeros a partir de 1640.

Socialmente constituyen, sin lugar a duda y salvo excepción, los sectores más relevantes del poder económico y social, y ningún humilde labrador parece haberse colado entre sus filas impresionantes si no respetables. En efecto, 16 de ellos fueron fundadores o poseedores de mayorazgos, 14 dueños de poderosas encomiendas, unos 20 grandes mercaderes, entre los que abundaban los electores diputados y priores del Consulado —unos diez aproximadamente— y 49 desempeñaron en un momento u otro funciones oficiales. Encontramos muchos regidores entre ellos (14), notarios, alguaciles, alcaldes ordinarios o mayores, oficiales al servicio de las grandes instancias administrativas del virreinato, auxiliares del Santo Oficio, médicos, catedráticos de la Universidad, en suma, notables y letrados.

Cabe señalar dos cosas: en primer lugar y pese a que se acataban las prohibiciones vigentes relativas a los oficios mecánicos y las profesiones consideradas indignas, los mercaderes eran bien recibidos, siempre y cuando sus negocios tuviesen la suficiente relevancia como para distinguirlos radicalmente de los tenderos y convertirlos después en socios naturales de quienes gobernaban la colonia.88 Es también notable que el poder de los familiares procede de múltiples orígenes que no se excluyen de ninguna manera. Aquí, la propiedad de la tierra acompaña al capital invertido en operaciones mineras, marítimas y mercantiles, y una misma familia, mediante el juego calculado de las alianzas, puede incluir encomenderos con títulos nobiliarios, ganaderos, dueños de ingenios azucareros, mineros, capitanes, proveedores de fondos para los negocios públicos y privados, contratistas de grandes obras, oficiales reales, eclesiásticos, tanto regulares como seculares, intelectuales, amén de ministros inquisitoriales; el poder y la riqueza son proteicos y dibujan los tentáculos que las grandes familias, a menudo presentes pese a los apellidos y hábitos distintos, extienden sobre los hombres y las tierras de Nueva España.

Veamos de cerca algunos ejemplos. El doctor Carlos Colón Pacheco de Córdoba y Bocanegra, marqués de Villamayor, caballero de la Orden de Santiago desde 1631, es familiar del Santo Oficio en México en 1625. Desciende de poderosa familia, puesto que es bisnieto de Hernán Pérez Bocanegra y Córdoba, el “gran labrador” y “señor de ganados”, fundador de un rico mayorazgo en sus encomiendas de Acámbaro y Apaseos. Por el lado materno, este don Francisco Pacheco de Córdoba y Bocanegra era además nieto del famoso Francisco Vásquez de Coronado, conquistador del Norte y gobernador de Nueva Galicia antes de que se creara la Audiencia de Guadalajara. Pacheco Bocanegra mismo había sido un buen servidor de la Corona y ejercido las funciones de corregidor en algunas de las regiones más ricas del país: llevaba el título de adelantado de Nueva Galicia, recibía del monarca una renta de 3 500 pesos y decía estar emparentado con varias casas españolas de alcurnia. Tras la formación de la Audiencia, en 1605, pidió y obtuvo el título de marqués. Hacia 1625, su hijo don Carlos Colón de Córdoba Bocanegra y Pacheco no vacilaba en llevar los títulos de “marqués de Villamayor y adelantado mayor del reino de Nueva Galicia, señor de los Apaseos y del mayorazgo, encomendero de Acámbaro”. No sin razón se calificaba como “señor de los Apaseos”, puesto que era dueño de la encomienda perpetua de esta población, en la que se encontraban además sus más grandes haciendas. Por otra parte, contaba con sus huestes particulares, con las que auxilió al virrey, marqués de Gelves, cuando el motín de 1625. Aquel mismo año, el segundo marqués se fue a radicar a España, donde la familia parecía residir de preferencia, dejando que sus administradores gobernasen el marquesado y la hacienda.89

He aquí también a Antonio de Espejo, familiar en 1571, nacido en Córdoba, quien llegó a México junto con el primer inquisidor, don Pedro Moya de Contreras; se desempeñaba en la capital como mercader mientras poseía tierras y ganados en la región de Querétaro y participó en una expedición a Nuevo México en 1582-1583.90

Viviendo por los mismos años, Hernán Gutiérrez Altamirano descendía de la ilustre casa Ibarra y Castilla, y poseía un mayorazgo extenso que abarcaba tierras en Coyoacán, Tacubaya y en la región de Ecatepec, a las que hay que añadir aún los pueblos de Calimaya, Metepec, Tepemeyalco, etc. Elegido alcalde ordinario de México en 1573 y nombrado luego juez de los bienes de difuntos, gozaba de la confianza del virrey don Martín Enríquez, que le encargó la delicada misión de censar y vigilar a los mulatos de la capital, cuyo número creciente empezaba a inquietar a las autoridades.91

Consejero del Consulado, patrón de la iglesia de la Concepción, Simón de Haro representa el tipo mismo del mercader inmensamente rico puesto que su fortuna, lograda en base al comercio de la plata, se valoraba a mediados del siglo XVII en 600 000 pesos.92

Don Cristóbal de Mañozca Bonilla y Bastida había nacido en México, de un padre alguacil mayor, tenía por tío al inquisidor don Juan de Mañozca y llevaba el título de caballero de Santiago; casó con la heredera de un rico mayorazgo, que descendía de una gran familia criolla, los Cervantes Altamirano. Era considerado uno de los siete vecinos más acaudalados de la capital y llegó a aportar 6 000 pesos para las obras de drenaje necesarias para la supervivencia de la ciudad.93

Finalmente, Antonio Millán, familiar en 1641, aunque de orígenes no claramente establecidos, había también nacido en México, donde se volvió uno de los mercaderes más prósperos negociando en plata y cacao. Contador y regidor de la ciudad, logró el sustancioso asiento de las bulas de la Cruzada para la Nueva España. Su padre, Francisco, alarife del Cabildo, había obtenido el contrato para construir el rastro mediante la suma de 8 000 pesos y sus hijos, siguiendo la tradición familiar, eran uno regidor y otro prebendado de la catedral de México. Cabe añadir a tan lisonjero retrato que Antonio Millán mantenía excelentes relaciones con algunas de las familias marranas más encumbradas —relaciones muy naturales, al fin y al cabo, entre notables—, especialmente con la de Simón Váez Sevilla y la de su cuñada, doña Micaela Enríquez y su esposo, mercader también, Sebastián Cardoso, lo mismo que con Manuel de Acosta, al que ayudó en momentos difíciles valiéndose de todas sus influencias.94

Sería preciso mencionar a Tomás Morán de la Cerda, familiar de la Inquisición de Sevilla, secretario del virrey don Rodrigo Pacheco Osorio, regidor de México y, además, mercader de plata,95 a don Juan de Orduña, asimismo regidor, sargento mayor del reino y procurador mayor de la ciudad quien poseía, al morir, 15 haciendas, un obraje y un molino, aparte de otros bienes,96 ...o a Gaspar de Valdés, hijo de un “rico republicano” fundador del Colegio Real de San Ildefonso, que fue alcalde mayor de las minas de Zacualpan, regidor de México y luego de Puebla, abogado de la Real Audiencia y procurador mayor de la ciudad de México; era dueño de una encomienda, cinco haciendas, cinco casas, dos mayorazgos, casó dos veces con ricas herederas y se hallaba “muy emparentado y con lo mayor y más granado de esta ciudad”.97

Al igual que sus colegas peninsulares, los familiares mexicanos no eran gente “tan quieta y pacífica como está mandado”.98

Efectivamente, los registros inquisitoriales reportan denuncias en su contra por motivos diversos: contrabando, hechos de violencia, malas costumbres, origen sospechosos de algunos, acusados de ser cristianos nuevos, moriscos, incluso indígenas, falta de prestigio para unos cuantos, así el de las minas de Ramos, “la fábula y risa de dicho pueblo”.99

La capital proporciona algunos buenos ejemplos de tales faltas y no escasean las irregularidades en cuestiones de dinero, por no hablar de verdaderos fraudes.

Si Gabriel López de Luzena y Páramo, gran mercader, dueño de almacenes que surtían toda clase de productos, contrabandista declarado de plata por el galeón de Manila, quebró hacia 1654 de manera tan estrepitosa que fue condenado a seis años de galeras,100 Leandro de Gatica tuvo más suerte en negocios tan turbios como los del primero: familiar de Sevilla, luego de México, poderoso comerciante en vinos, se vio encargado por ricos criollos mexicanos de vender en la metrópoli mercancías cuyo valor alcanzaba los 150 000 pesos, dinero que, naturalmente, él debía enviarles a México; ahora bien, Gatica no sólo no les devolvió lo que les correspondía sino que solicitó y logró el nombramiento de regidor de la capital, a la que regresó, al parecer rodeado de la consideración de sus conciudadanos; luego fue procurador general y solicitó finalmente el nombramiento de gobernador o de corregidor en alguna provincia del virreinato, sin que la colosal estafa que había cometido unos diez años antes —hacia 1630— le hubiese perjudicado en lo más mínimo.101 Obviamente, la falta está a veces en dejarse descubrir, no en el fraude en sí mismo.

Los hechos de violencia, hasta los asesinatos, se mencionan con cierta frecuencia.

Antonio de Espejo, este personaje imponente que ya conocemos, mató a un vaquero suyo que cuidaba sus rebaños en sus tierras queretanas y fue por ello procesado y hallado culpable, a pesar de sus gloriosos antecedentes.102 En cuanto a Tomás Morán de la Cerda, otro personaje distinguido anteriormente mencionado, tuvo desavenencias con un alguacil de la Real Hacieda y, al empeorar el asunto, uno de sus esclavos le asestó tal golpe en la cabeza al alguacil, que éste cayó muerto. Lo mismo que Espejo, Morán de la Cerda fue enjuiciado; tuvo que pagar 2 000 ducados de multa y pasar seis años preso en el fuerte de La Habana.103

Para finalizar, veamos el caso de Francisco Serrano del Arco, que conocemos mejor. Fue familiar de la Inquisición en Córdoba y en México, capitán de la guardia y de artillería de Nueva España, juez de repartimientos de Chalco, gran chambelán y cuñado del muy poderoso Gaspar de Rivadeneyra, también familiar, uno de los mayores terratenientes del virreinato.104 Serrano del Arco fue arrestado por el asesinato de un esclavo, que él trató de que pareciera muerte natural con la complicidad de la justicia civil; su actitud soberbia ante los inquisidores de México, aunada al hecho de que “cierta abuela paterna”, del lado de su mujer, no parecía tener orígenes del todo claros, movió a la Suprema a quitarle el título de familiar y al mismo tiempo, obviamente, los privilegios que lo acompañaban.105

Sería interesante descubrir si la concesión de la familiatura se producía una vez que quedaban asentados la riqueza y el estatuto social del candidato correspondiente o si, por el contrario, el nombramiento y los privilegios que lo seguían eran realmente los factores que lo permitían.

El caso de Alonso de Cassas —nada menos que el padre de San Felipe de Jesús—, nacido en Castilla, llegado a Nueva España en 1571, dueño de una casa y de un comercio próspero ya en 1585, proveedor de las naves que, desde Acapulco, se hacían a la mar para Perú y Filipinas; quien vivía cómodamente y trataba con lo más granado de la sociedad capitalina, para finalmente recibir la familiatura en 1594, tendería a mostrar que esta distinción venía de hecho a confirmar una posición sólidamente establecida.106 Así y todo, es muy probable que esta posición se viese fuertemente estimulada una vez concedida la familiatura.

Fuerza es admitirlo, el mundo de los familiares no constituía de ninguna manera un oasis de honradez, en una época y en un contexto en los que la rapiña, la concusión y la violencia representaban vías seguras y relativamente sin riesgos, para alcanzar el poderío bajo todas sus formas. Si bien se pudo esperar de los ineludibles azares de la naturaleza humana y de la fortuna la existencia indudable de familiares pacíficos y modestos —que existieron, como aquel Francisco de Solís y Barraza, descendiente del Solís que se había apoderado de la persona de Moctezuma durante la conquista de México, caballero de la orden de Calatrava, encomendero de algunos pueblos, llevado en cautiverio por los moros de Argel y cuya viuda solicitó del ayuntamiento, a título de préstamo, los 1 000 ducados que se pedían por el rescate de su marido—,107 no queda más remedio que admitir que nuestros familiares, al menos los de la capital, obraban como los notables que eran; para ellos el título inquisitorial no pasaba de ser un adorno de buen tono, como la daga y el caballo, las alhajas y las ricas telas que se les permitía lucir; adorno que confería, además, el sello apreciable de cristiano viejo y, entre otras cosas, el privilegio de eximir a quienes lo llevaban de las jurisdicciones normales, sometiéndolos a aquella, forzosamente más discreta de la Inquisición, celosa por ocultar los deslices de sus hombres.

LOS AUXILIARES

Quedan los numerosos auxiliares, laicos y eclesiásticos, que en una forma u otra participan en el quehacer inquisitorial: alguaciles, notarios, consultores, abogados, ayudantes diversos y correctores de libros, “honestas personas”, alcaides, médicos, boticarios y barberos, proveedores, intérpretes —de lenguas indígenas, alemán, flamenco, francés, “inglés y escocés”— lo que, dicho sea de paso, indica claramente a qué individuos había, por principio, que escuchar y vigilar ya que eran originarios de naciones automáticamente sospechosas.

Algunos permanecen aún desconocidos para nosotros, concretándose a no ser más que un nombre en una lista, una firma al pie de un documento; otros en cambio, logran emerger del anonimato, sea cuando pertenecieron al mundo carcelario, por las conversaciones sostenidas por los mismos presos o por sus declaraciones ante los jueces, sea porque la casualidad subrayó o preservó algunos datos sobre ellos; tal es el caso de Juan Correa, barbero del Santo Oficio aunque mulato,108 del doctor Sebastián de Castro, “clérigo presvítero, mulato, hijo de español y de negra, de virtud conocida, a años que sirbe de Médico de este Santo Oficio”;109 de los ayudantes de las cárceles, Hilario de Andrino, Juan de Zubillaga y Antonio Zelenque, juzgados y castigados por las irregularidades que cometieron en el ejercicio de sus funciones,110 siguiendo a la verdad la tradición iniciada por el familiar “Gaspar de los Reyes Plata, alcaide de las cárceles secretas de este Santo Oficio”, quien fue enjuiciado en 1599 por “excesos”;111 de don Fernando Álvarez de Toledo, que logró la adjudicación de la vara de alguacil mayor mediante distribución prudente de numerosas dádivas112 o también del notario Eugenio de Saravia, de confirmadas dotes mercantiles. En efecto, éste atendía un almacén que despachaba al por mayor el azúcar que se producía en un ingenio suyo, y cuyas puertas estaban adornadas con el escudo del Santo Oficio: cuando los trabajadores acudían a pedir su sueldo, bastaba con enseñarles el dicho escudo y los infelices “se iban amedrentados y sin cobrar”.113 Finalmente recordemos a los ministros que, acompañados por sus amigos, tras oír, por los años 1640, rumores de que los portugueses planeaban alzarse, organizaron una ronda nocturna con el fin de proteger los edificios del Tribunal; todo acabó en borracheras y bailes, en el mismo zaguán de la Inquisición y en las calles cercanas, a tal punto que Palafox intentó mandar arrestar a los calaveras y que el alcaide Juan Ramos de Zúñiga murió a consecuencia de las comilonas que allí se daban.114

LOS CALIFICADORES

Entre los numerosos auxiliares se encuentran los calificadores, teólogos encargados de “censurar los dichos y hechos de un proceso”, ayudando así a los inquisidores a dictar sentencia.

Provienen esencialmente del clero regular —63 franciscanos, 47 dominicos, 25 agustinos, 25 jesuitas, 7 mercedarios, o sea 167 regulares—, mientras sólo 11 seculares aparecen en la lista de calificadores que abarca el periodo 1571-1699, desconociéndose la procedencia de 33 de ellos. Algunos nombres llaman la atención:115 el de Agustín de Padilla y de Francisco de Burgoa, autores de las crónicas dominicas,116 el de Francisco Naranjo, que también fue obispo de Puerto Rico.117 Sin embargo, los calificadores fueron de desigual calidad y el visitador Medina Rico denunciaba a unos quince de ellos, sobre todo franciscanos y jesuitas, tildándolos de “ineptos”.118

Parece de hecho que, siguiendo en esto las costumbres que regían los nombramientos de funcionarios inquisitoriales en Nueva España, no se respetaban con el debido rigor las normas vigentes tocantes a este punto, en particular las que se refieren a la pureza de sangre y al nivel académico requerido.119

Esto es al menos lo que trasciende de la pretensión del padre fray Francisco de Pareja, comendador de la Orden de la Merced, al título de calificador en 1622. Hijo de poderosos criollos de Guadalajara y nieto de emigrados murcianos y andaluces, estaba emparentado con oidores, un consultor y un calificador del Santo Oficio, tanto en México como en España.

Su candidatura fue tanto mejor acogida por el Tribunal cuanto que, según los mismos inquisidores, “hay tan pocos calificadores que tengan pruebas”; se le otorgó el título en 1666, si bien la Inquisición de Murcia había señalado que el linaje paterno era fuertemente sospechoso.120

Otra vez, el peso de la necesidad —de auxiliares inquisitoriales— y del contexto colonial —el prestigio de una familia influyente— convierten en burla unas normas supuestamente rígidas: poco importa, al fin y al cabo, el linaje del calificador cuyos títulos universitarios, cabe recalcarlo, ni siquiera son mencionados. De ahí la presencia, sin duda demasiado frecuente para un censor puntilloso, de calificadores “ineptos”.

LOS CONSULTORES

Los consultores ocupan un lugar especial: se les llama para que den su opinión en distintas etapas del proceso y, especialmente, cuando se trata de dictar la sentencia final.

Todos son doctores o licenciados, esencialmente laicos, y desempeñan funciones públicas: son numerosos los oidores de las audiencias de México, Guadalajara, Guatemala, incluso se encuentran entre ellos dos presidentes, alcaldes de corte y del crimen, fiscales, corregidores, aparte de dos canónigos de México y Puebla. Algunos estudiaron en las grandes universidades de Alcalá y Salamanca, otros son caballeros de la orden de Santiago o de Calatrava.121

Estos grandes magistrados, funcionarios y graves eclesiásticos establecen por tanto la relación entre el Santo Oficio mexicano y las demás instancias administrativas de la colonia; aseguran en el terreno jurídico la continuidad y la homogeneidad entre el procedimiento inquisitorial y los procedimientos eclesiásticos ordinarios y civiles y se hacen los intérpretes de la burocracia imperial, representando, al menos teóricamente, los intereses de la Corona. Su presencia e intervención en la instrucción de los procesos muestra con claridad que el Tribunal no constituye una esfera aislada, regida por normas excepcionales, sino un mecanismo específico que forma parte de un sistema más general en el cual se integra.

Ahora bien, estos consultores no pueden eludir mantener relaciones de tipo familiar, político, que desembocan inevitablemente en lo económico, con el resto de la sociedad colonial; resulta difícil poner en evidencia tales relaciones en la medida en que, como se sabe, estos personajes tenían prohibido poseer tierras, llevar a cabo operaciones mercantiles, o sea, establecerse en el virreinato, por temor a que por participar desde muy cerca en los intereses locales perdiesen de vista los del poder central que ellos tenían por misión representar.




Así por ejemplo, el oidor y licenciado Tomás Bernardo de Quiroz era sin duda pariente —probablemente hermano— de don Gutiérrez Bernardo de Quiroz, obispo de Puebla, el tío de don García de Valdés Osorio, conde de Peñalba, quien fue provisor de Puebla y más adelante gobernador de Yucatán desde 1649 hasta 1652; ahora bien, aquel don García de Valdés Osorio, padre de dos hijos, Luis de Valdés, gobernador de Nueva Viscaya, y de Melchor de Valdés, alcalde mayor de Parral, estaba muy ligado, tanto por amistad como por relaciones comerciales y financieras, con el poderoso mercader judeo cristiano Simón Váez Sevilla.122 Por otra parte, el prebendado Antonio de Esquivel Castañeda, consultor como su colega don Tomás Bernardo de Quiroz, era hijo de un gran mercader del Consulado de la ciudad de México, Antonio de Esquivel Castañeda, y su hermana, doña Lorenza, estaba casada con otro individuo conocido, Sebastián Váez de Azevedo, condenado con Simón Váez Sevilla por judaizante en el gran Auto de Fe de 1649.123

En suma, basta con decir que los mismos inquisidores desconfiaban de los consultores y de sus amplias correspondencias en la sociedad colonial; cuando determinaron emprender la persecución contra los marranos, en 1642, juzgaron conveniente prevenir secretamente nuevos calabozos, destinados a una pronta ocupación, y sólo consultaron entonces con el Ordinario, “por parescernos grave inconveniente llamar a los consultores de la Audiencia, porque todos eran parciales y amigos de algunos de los que se habían de prender; y sería muy posible que por su poco secretto, esto se llegasse a entender, como se an entendido otras cosas que con ellos se an consultado”.124

Aunque estos dos ejemplos, que dan fe de las relaciones existentes entre sectores dominantes de la sociedad colonial —pese a las normas y principios vigentes—, no puedan generalizarse, queda el hecho de que los consultores del Tribunal, que representaban los intereses burocráticos imperiales, al menos en algunos casos se hallaban implicados en el contexto colonial; por tanto, su opinión bien pudo reflejar en ciertas circunstancias la ambigüedad de su propia situación y de sus intereses personales.

LAS RELACIONES DENTRO DEL GRUPO

Llama la atención, cuando se considera esta multitud de ministros inquisitoriales, la red de relaciones que los une, primero unos con otros, luego, por el juego de las alianzas y clientelas, con los sectores dominantes del mundo colonial. Dejaremos de lado los numerosos casos en que hermanos, primos o parientes ocuparon puestos inquisitoriales al mismo tiempo o sucesivamente y escogeremos sólo algunos ejemplos que muestran relaciones más complejas.

El inquisidor Francisco Bazán de Albornoz era hermano del franciscano Jerónimo de Albornoz, calificador del Santo Oficio, de Alonso Velázquez de Bazán, familiar, y de Margarita de Albornoz, casada con el familiar y caballero de la orden de Santiago, don Lope Díez de Almendáriz y Monsalve. Los cuatro eran hijos de don Francisco Verdugo de Bazán, conquistador de Nueva España, y sobrinos del familiar y luego alguacil del Santo Oficio Antonio Velázquez de Bazán, esposo de María Castro, hija natural de don Fernando Ruiz de Castro, marqués de Sarría y conde de Lemos.125

La familia de mercaderes de los Soto López, que a la muerte del padre poseía la inmensa fortuna de 900 000 pesos, acumuló puestos oficiales e inquisitoriales: el padre, Juan de Soto López, fue diputado en el Consulado, contador de la Real Hacienda, familiar, notario y alguacil mayor del Santo Oficio, sus hijos Juan y Pedro fueron también como él, diputados y familiares.126

Sin embargo, el caso más asombroso es sin lugar a duda el de la familia, o mejor dicho, del clan Mañozca-Bonilla y Bastida-Estupiñán. El familiar Nicolás de Bonilla y Bastida casó con doña María Sáenz de Mañozca, hermana del inquisidor Juan Sáenz de Mañozca y prima del arzobispo que llevaba el mismo apellido. Ésta era descendiente del familiar don Pedro Sáenz de Mañozca y de Catalina Morillo, casada en segundas nupcias con Gaspar de Valdés, con quien procreó a Sebastiana de Valdés y Morillo, mujer de un tal Pareja y Rivera de Guadalajara. De esta manera, la familia se hallaba emparentada con dos poderosas e influyentes familias, los Valdés-Valdés-Portugal, los Pareja y Rivera, etc... El matrimonio María Sáenz de Mañozca-Nicolás Bonilla y Bastida tuvo por hijos a Gertrudis de Bonilla y Bastida, casada con Juan de Fonseca, caballero de la orden de Alcántara, a Joseph de Mañozca Bonilla y Bastida, familiar, y a Cristóbal de Mañozca y Bastida, también familiar y marido de la heredera de la ilustre casa Cervantes-Villanueva Altamirano. Al enviudar de María, Nicolás casó en segundas nupcias con Inés de Estupiñán, con quien tuvo un hijo más, Bartolomé Bonilla y Bastida Estupiñán, que no podía dejar de ser familiar. Este jefe de tan numerosa como católica familia fue por otra parte alguacil mayor de la capital, luego alcalde mayor de la segunda ciudad del país, Puebla, y, naturalmente, familiar del Santo Oficio; por sus hermanas, estaba emparentado con Pedro Díez de la Barrera, regidor y correo mayor de México, y con el maestre de campo Antonio de Vergara.127

Así y todo, es preciso abstenerse de juzgar, a partir de las meras apariencias, en verdad imponentes, a semejante cuadro genealógico, en el que se mezclan algunos de los apellidos y cargos más prestigiosos del virreinato que, por otro lado, encajan totalmente con la imagen de una sociedad española celosa observante de adustos deberes cívicos y religiosos. Don Nicolás fue todo menos un patriarca irreprochable. En efecto, lo vemos obligado a dejar la ciudad a consecuencia de manejos fraudulentos, permanecer oculto durante dos años por temor a que el virrey lo enviase a un puerto alejado del Pacífico para desempeñar un cargo insignificante como castigo. Se le acusó también de malversación de fondos inquisitoriales: la friolera cantidad de 6 000 pesos —procedentes de los bienes de los reos— que se los había concedido en calidad de préstamo. Por otra parte, su mismo cuñado, el inquisidor Sáenz de Mañozca, reconocía que había sido difícil conseguirle la familiatura, sin que sepamos si unos orígenes poco claros fueron entonces el obstáculo. Por si fuera poco, don Nicolás “viviendo luxuriose, consumpsit totam suam substantiam”, que se elevaba a los 300 000 pesos que le dejó su padre. El inquisidor sentía más que todo “la muerte que originó a (su) hermana la mala vida que él la dio, siendo mujer de vida inculpable, teniéndola retirada en un pueblo de indios donde al tiempo de un parto en un desierto, la arrancó con la criatura las entrañas una india bárbara, de que murió sin confesión y él se casó ha menos de dos meses con la que se decía tenía en vida de (su) hermana, convirtiendo el luto en galas”.128

Finalmente, no deja de ser interesante recalcar que dos de los miembros de esta imponente tribu, doña Leonor de Pareja y su marido, el oidor y más tarde —1662— consultor del Santo Oficio, don Andrés Pardo de Lagos, sostenían excelentes relaciones con el poderoso judaizante Simón Váez Sevilla; avisado que fue este último de su inminente detención por su buen amigo, don García de Valdés Osorio, conocido nuestro y conde de Peñalba, luego gobernador de Yucatán y sobrino del obispo de Puebla, don Bernardo Gutiérrez de Quiroz, etc..., el oidor y su mujer ocultaron en su propia casa unos bienes valiosos que les encomendó Simón Váez. La colusión y la solidaridad de clase se muestran aquí con toda claridad, antecediendo con mucho al celo por la pureza de la fe que una familia tan rica en ministros inquisitoriales como la de los Mañozca-Bonilla y Bastida debía, más que otra, anteponer a cualquier cosa.129

Éstos son los hombres que, de un modo u otro, sirvieron al Santo Oficio novohispano. Los inquisidores, españoles peninsulares salvo alguna excepción, eran funcionarios comisionados por su administración, demasiadas veces mediocres e incapaces, que vinieron a las Indias en busca de respuestas a necesidades individuales. Entre ellos, los que vieron en el nombramiento en México la etapa necesaria y decisiva para ser promovidos ya fuese otorgándoles una mitra o, de manera mucho más excepcional, un puesto en un Tribunal metropolitano, resultan con mucho los más numerosos. Les siguen los otros, los Higuera y Amarilla, Estrada y Escobedo, que parecen haber renunciado a una carrera de cierta relevancia, a cambio de hallar una situación satisfactoria para los numerosos parientes que deben mantener. Aves de paso o anidados en el país, todos tienden obviamente, como los burócratas que son, a considerar el desempeño de sus obligaciones profesionales como un medio para alcanzar fines personales. Esto es tanto más fácil cuanto que el control de la Suprema —relativamente leve en el siglo XVII— queda reducido por la distancia y en la medida en que el contexto colonial alienta la desidia, por la imposibilidad objetiva de llevar a cabo las misiones encomendadas y por los numerosos ejemplos que brindan los funcionarios, oidores, alcaldes mayores, etc., de políticas tan personales como interesadas.

Como prolongación de las facultades inquisitoriales, los comisarios, familiares y demás ministros forman el tejido local y estable, más profundo, que sostiene profundamente al territorio y se encuentran más directa e intensamente expuestos que los inquisidores al peso de las contingencias locales.

Así y todo, y aunque los jueces procedan de la metrópoli, se ve nítidamente una continuidad social, que abarca en un mismo complejo a los inquisidores y a los demás ministros, criollos y peninsulares.

En efecto, pertenecer al Tribunal conlleva, ya lo vimos, privilegios importantes y confiere además un prestigio relacionado con los valores que representa la institución; valores tanto más apreciados en un plano simbólico cuanto que escasean y resultan sospechosos en tierras americanas. En efecto, ser familiar o alguacil mayor del Santo Oficio en Nueva España significa añadir al poderío indiscutible del dominador español la autoridad que implica el pertenecer abiertamente —aunque no siempre con fundamentos comprobados— a lo que constituye la élite misma de aquel dominador, la casta de los cristianos viejos. Por esa razón se pretende con afán un título inquisitorial, en particular la familiatura, puesto que confiere, como el hábito de Santiago, de Calatrava o de Alcántara, cierta fama de nobleza; por esa razón también, los nombres más ilustres del virreinato: los Altamirano, los Velasco, Valdés Portugal, Rivadeneyra, Arizmendi Gogorrón, Cortés, etc., destacan en las combinaciones tentaculares que encierran al poder colonial, incluyendo a la vez la riqueza que nace de la tierra, del comercio, de la mina, los cargos civiles, eclesiásticos, inquisitoriales. Estos conjuntos se originan desde luego a partir de los cargos heredados pero, más aún, de las alianzas matrimoniales puesto que las mujeres desempeñan un papel fundamental si bien discreto mientras los solteros se dedican a las avanzadas en el terreno eclesiástico. Tales conjuntos no parecen mantener su influencia, sensible en la mayoría de las esferas coloniales, más allá de dos o tres generaciones pues el poderío en Nueva España se asemeja a la tierra: surge como los volcanes y se derrumba con la misma prontitud, en el estrépito de un terremoto.
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